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Confederación uruguaya de policía. 


Contratos temporales de derecho público de la Dirección Nacional de 
Aduanas. 


Asociación de actuarios judiciales del Uruguay. 
Funcionarios del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 
Sindicato docente del Ministerio de Turismo y Deporte. 


Asociación de administradores de propiedades inmuebles. 


(Asisten integrantes del Programa "Salir Adelante" de B'nai B'rith Uruguay) 
SEÑOR PRESIDENTE (Asti).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 10 y 12) 


En el régimen de trabajo de los días viernes, la Comisión recibe a distintas organizaciones de la sociedad 
civil. En el día de hoy nos visitan integrantes del Programa "Salir Adelante" de B'nai B'rith Uruguay. La 
delegación está compuesta por la señora Adriana Stainfeld y los señores Ruben Ringel y Carlos 
Kierszenbaum. Les damos la bienvenida y les aclaramos que recibimos el material que nos enviaron sobre el 
Programa. 


SEÑOR KIERSZENBAUM-- Soy Director Adjunto de B'nai B'rith Uruguay 


En principio, quiero referirme al trabajo que realizamos desde el punto de vista social. 


B'nai B'rith es una institución judía, que se fundó hace 170 años y que tiene presencia en Uruguay desde hace 
76 años. Es la mayor y más antigua organización judía de servicios. En su actividad en el mundo, y en 


particular en Uruguay, tuvo una larga trayectoria de trabajo filantrópico. Con el tiempo, ese trabajo se fue 
concibiendo con un concepto de caridad, pero ese no era el objetivo de la institución. Por eso, a partir de los 
años noventa se abocó a trabajar en programas de acción social que, básicamente, tienen dos conceptos 
filosóficos importantes. Uno de ellos es la construcción de ciudadanía para mejorar y construir el país en el 
cual vivimos. En base a eso se estudiaron distintas alternativas para determinar dónde trabajar y lograr un 
mayor impacto social. Hace unos años se entendió que uno de los lugares donde había que trabajar era en la 
educación media de este país. 


El objetivo que nos marcamos al principio fue apuntalar estudiantes de liceos públicos, de medio 
socioeconómico vulnerable y de buen rendimiento académico, para que culminaran exitosamente sus 
estudios secundarios y pudieran lograr oportunidades de ingreso a estudios terciarios. 


Con ese objetivo creamos un modelo de trabajo que llamamos "triángulo equilátero", ya que cada lado tiene 
responsabilidades y objetivos bien específicos: por un lado esta el Estado, por otro la sociedad civil y, por 
otro, las empresas. En el centro de ese triángulo están los beneficiarios, es decir, los estudiantes de secundaria 
de los liceos públicos. 


La construcción de ese modelo tenía por objetivo lograr las metas trazadas. En eso se trabajó durante este 
tiempo. A continuación vamos a explicar en qué consiste el Programa. 


SEÑORA STAINFELD.- Como se dijo, el objetivo principal es acompañar a muchachos que cursen 
cuarto año de Secundaria en liceos públicos, que tengan muy buenas notas -entre primero, segundo y 
tercer año deben tener una escolaridad de nueve o más- y que provengan de hogares vulnerables. Este 
es el cuarto año que estamos trabajando, por lo que ya tenemos los primeros egresados. 


Acompañamos a estos jóvenes desde diferentes puntos de vista, ya que creemos que para poder terminar el 
liceo se necesitan muchos elementos. Por ejemplo, intervenimos en todo aquello que tiene que ver con las 
necesidades básicas de los jóvenes: la conectividad -por suerte el Plan Ceibal llega hasta cuarto de liceo-, una 
canasta básica, lentes, etcétera. Pero, sobre todo, intentamos crear grupos de pertenencia positivos. Para ello, 
cada quince días nos reunimos con estos chicos en talleres, durante una hora y media, en los que trabajamos 
el concepto de ciudadanía. Pensamos que para salir adelante necesitamos gente comprometida, que se 
identifique con otras personas que también quieren seguir estudiando. 


Asimismo, estamos en relación directa con las instituciones educativas. Trabajamos en conjunto con el 
Consejo de Educación Secundaria, con los Adscriptos y con los Inspectores tanto en el proceso de selección 
de los chicos como en el acompañamiento durante los tres años: si surgen situaciones a atender en el liceo, si 
necesitan apoyo curricular, etcétera. Por ejemplo, en las vacaciones de julio hay instancias de apoyo 
académico. Durante tres horas diarias tienen a disposición profesores para acompañar ese proceso. También 
trabajamos en conjunto con los liceos para tratar de cubrir las necesidades que tenga la institución. Cuando 
los jóvenes están en el segundo año del Programa, procuramos que sean partícipes y que vayan devolviendo a 
la sociedad lo que van recibiendo. Actualmente estamos trabajando en conjunto con la Intendencia de 
Montevideo con jóvenes promotores de salud y ellos, a la vez, intervienen en sus liceos sobre diferentes 
temáticas, jóvenes compartiendo con otros jóvenes aspectos que tienen que ver con su salud. 


Nosotros decimos que por suerte tenemos la primera generación de egresados. El 80% de los chicos 
egresaron de nuestro programa y son la primera generación de sus familias que terminaron Secundaria. El 
impacto más importante es poder romper esos círculos de pobreza. 


SEÑOR GAMOU.- ¿Se refiere a Secundaria completa? 


SEÑORA STAINFELD.- Sí. Nosotros empezamos a intervenir recién, pero no por un tema de recursos 
sino porque evaluamos que, por suerte, a nivel público hay un gran sostén en los tres primeros años, 
que cuentan con una serie de programas muy buenos. En cambio, de cuarto a sexto se produce el 
último gran quiebre en cuanto a la desafiliación del sistema educativo. Entonces, es ahí que empezamos 
a intervenir, y desde el Estado surgió un programa que tiene que ver con un compromiso educativo que 
alcanza a ese tipo de población. 


En el segundo año estos chicos, además de participar en este Programa, también lo hicieron en el 
Compromiso Educativo, pero como referentes pares, es decir, apoyando a otros compañeros que no tienen tan 
fuerte la parte académica como ellos. Queremos que los chicos terminen siendo proactivos en la sociedad, 
porque pensamos que según sean sus trayectorias educativas podrán seguir su vida. 


En cuanto a los egresados, el 80% ya están cursando el primer año de Facultad. En el último año del 
Programa, nosotros vamos al Centro de Información Universitaria junto con ellos y también hacemos visitas 
a las Facultades para que se vayan sacando ese miedo. Como dije anteriormente, los padres del 80% de estos 
chicos no terminaron el liceo, por lo que menos aun tienen referentes en la familia que hayan asistido a la 
Universidad. Por eso es que tratamos de acompañar todos esos procesos a los efectos de que les sean más 
familiares. 


SEÑOR RINGEL.- Como decía recién la señora Stainfeld, el Programa está marchando y el año 
pasado el primer grupo culminó el segundo ciclo de Secundaria. De los catorce chicos que ingresaron, 
doce terminaron Secundaria y quedaron pendientes dos que terminarían este año. Esos doce jóvenes ya 
tienen su inserción en estudios terciarios. Todos ellos han optado por continuar sus estudios a nivel 
universitario o de enseñanza terciaria. 


El Programa se sustenta con el apoyo de empresas que aportan a su desarrollo. Sin embargo, en la marcha 
han surgido otras necesidades que imprescindiblemente debemos cubrir, y esto fundamenta la solicitud de 
recursos ante el Parlamento. 


Las necesidades que tenemos actualmente son, por ejemplo, de bibliografía. En este sentido contamos con el 
apoyo de la Editorial Santillán, pero no todo está cubierto. Cuando los chicos cursan de cuarto a sexto 
necesitan otro tipo de material bibliográfico y por ello solicitamos otros recursos para poder cubrirlos. 


Debemos señalar que a veces requerimos del apoyo de profesionales específicos en aquellas disciplinas en 
que los chicos tienen dificultades. En otras oportunidades tenemos la necesidad de contar con apoyo 
psicológico. Si bien se trata de recurrir a las redes de salud que existen a nivel departamental o nacional, 
cuando se necesita con premura solicitamos la intervención de un profesional determinado. 


También tenemos necesidad de cubrir ciertos elementos técnicos para el desarrollo de la enseñanza que al día 
de hoy no están cubiertos. 


Como profesionales de la educación, dentro de la red, en la parte referida a la educación social contamos con 
el apoyo de la Asociación Cristiana de Jóvenes. Prácticamente se hace un trabajo en conjunto entre los 
profesionales de la B'nai B'rith Uruguay y los de la Asociación Cristiana de Jóvenes, pero a veces en ese 
equipo -al igual que en el caso del psicólogo- existe la necesidad de contar con un asistente social, que en 
este momento no lo tenemos cubierto. A los efectos de una mejor integralidad del acceso, es importante 
contar con ello a fin de que los chicos culminen sus estudios de manera exitosa. 


SEÑOR ABDALA.- Recién se habló de catorce beneficiarios del Programa, que tuvieron buena suerte. 


Pregunto si ese número es representativo de los estudiantes que habitualmente se incorporan y qué extensión 
tiene el Programa, si es anual, semestral, etcétera. 


SEÑOR GAMOU.- En primer lugar, saludo a la delegación y deseo hacer un fuerte reconocimiento de 
lo que hace. 


Quiero conocer su experiencia, concretamente en el caso de las matemáticas. Muchas veces comenté a mis 
colegas que di clases, no de matemáticas, sino de inglés; si ponía un examen y fallaban cinco alumnos, el 
problema era de ellos, pero si salvaban cinco y fallaban treinta y cinco, el problema era mío. Esto se viene 
dando en Uruguay de manera problemática, y prácticamente existe una especie de resignación. 


Por lo tanto, teniendo en cuenta que trabajan con chicos de evidente buena escolaridad en todas las materias, 
quiero saber si notan un déficit y si los apoyos que tienen que dar se refieren sobre todo a matemáticas. En 


este sentido, abusando de vuestra experiencia, quiero preguntar si a su entender el problema es la forma de 
enseñar o los programas, que muchas veces son excesivamente exigentes. 


SEÑOR GROBA.- Nos consta el trabajo que hace B'nai B'rith, y por eso vaya nuestro reconocimiento. 


Se ha dicho que al Programa ingresan chicos que provienen de una situación socioeconómica comprometida, 
e iba a preguntar cómo llegaban los chicos al Instituto, pero esto ya está respondido en el folleto informativo 
que nos entregaron. Por lo tanto, nos quedamos con la respuesta que proporciona el folleto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En virtud de la eventual asistencia que pueda dar el Parlamento en el rubro 
subsidio y subvenciones, quiero saber qué presupuesto maneja el Instituto actualmente. 


SEÑOR IBARRA.- En ese sentido, quiero conocer concretamente la solicitud de la B'nai B'rith, porque 
no la veo en el material que entregaron a la Comisión. 


Además, quiero saber si el Instituto recibe colaboración del Ministerio de Educación y Cultura, porque se ha 
enviado con todo el material un informe de esa Cartera. 


Por otra parte, ¿a cuántos alumnos atiende el Instituto, a través de este Programa? 


SEÑOR RINGEL.- Inicialmente, cuando comenzó el Programa en el Instituto, hace cuatro años, 
ingresaron quince chicos, cantidad que estaba acorde a nuestras posibilidades económicas y de 
recursos. Cuando decidimos los ingresos de los chicos al Programa, debemos tener en cuenta que 
tenemos que seguirlos durante tres años para que culminen el segundo ciclo de Secundaria. Por 
consiguiente, no podemos arriesgarnos a tomar más chicos de los que podemos seguir. 


Este Programa ha tenido continuidad, por lo que ingresaron anualmente más chicos, con diferentes apoyos, y 
ahora tenemos treinta y nueve chicos en el Programa, que cursan 4%, 5” y 6”. Este año tenemos apoyo 
agregado de una institución de uruguayos que vive en Estados Unidos -"Reaching-U"-, que se acerca a 
organizaciones que desarrollen programas sociales; nos presentamos a su llamado y tendremos apoyo para 
diez chicos más. 


Por consiguiente, este año, excepcionalmente, van a ingresar veinte chicos. El lanzamiento será el 22 de 
agosto y vamos a invitar a la Comisión para recibir a la nueva generación que va a ingresar al Programa. 
Ingresa a mediados de año, porque lleva ese tiempo acordar con Secundaria. Es decir, los liceos detectan los 
chicos con alta escolaridad, que estén en situación de vulnerabilidad que requieren apoyo. Los inspectores de 
Secundaria proponen a los chicos, y un tribunal integrado por las instituciones, en presencia de Secundaria, 
aprueba el ingreso. 


Nuestra solicitud está incluida en la nota dirigida al Presidente de la Comisión de Presupuesto, integrada con 
la de Hacienda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está repartida. 


SEÑOR RINGEL.- La nota dice así: "Solicitamos a la Cámara de Diputados el apoyo económico a 
nuestro programa Institucional 'Salir Adelante' para cumplir con los siguientes objetivos: Ingreso de 
jóvenes al Programa.- Adquisición y entrega a los jóvenes de equipamiento y programas informáticos 
necesarios para su desarrollo académico.- Adquisición de material bibliográfico solicitado por los 
estudiantes para cumplir sus obligaciones curriculares en las diversas asignaturas de Enseñanza 
Secundaria.- Contratación de profesionales en el área educativa para dar apoyo integral a los 
participantes.- Útiles de estudio.- Contratación de profesionales en el área de la salud: psicólogo, 
psiquiatra y otras especialidades.- Contratación de profesional en el área social: trabajador social". En 
este momento no contamos con estos recursos en el Programa. 


Este Programa tiene una proyección que no alcanza solo al chico, ya que comprende a la familia, o lo que 
queda de ella, que generalmente en estos sectores está muy desmembrada. Con esto, los chicos se sienten 


reconocidos, porque constatan que el esfuerzo que hicieron al estudiar sirvió para algo, y sienten que, desde 
algún lugar, alguien apoya a quienes tienen buen rendimiento académico para culminar sus estudios. Por otro 
lado, las familias sienten que ese chico que han formado representa una posibilidad de sostenibilidad, de 
desarrollo y de potenciación. Como decía la señora Stainfeld, el 80% de los padres no terminaron Secundaria, 
y el chico es el primero en la familia que puede hacerlo. 


SEÑOR IBARRA.- Yo no había recibido esta nota, pero no obstante la he leído rápidamente. En la 
solicitud que realizan a la Cámara de Diputados hay una serie de ítems que me parecen muy 
interesantes, pero explicitar la suma que están solicitando es vital. 


SEÑOR RINGEL.- En ese sentido, tuvimos previamente reuniones con personas de la Cámara de 
Diputados ligadas a este tema. Nos dijeron que la suma la fija el Parlamento, y que para instituciones 
que recién se presentaban era de entre $ 100.000 y $ 150.000. Nosotros no planteamos la suma por esa 
consideración; sabíamos que ese era el margen que teníamos y la solicitud tiene en cuenta ese marco; 
no pensamos en una suma mayor. 


SEÑOR KIERSZENBAUM.- Cerrando el tema económico, un chico por año nos cuesta 
aproximadamente US$ 1.800 con un dólar a más o menos $ 20. Ese es un dato que sabemos fácilmente 
porque cuando salimos a buscar apoyos económicos es un número que tenemos que marcar. Reitero: 
cada chico nos cuesta por año US$ 1.800 


Hay una realidad. ¿Cómo llegan estos chiquilines? Nosotros los tomamos en cuarto. Ellos mismos nos 
dijeron: "Nosotros en el sistema somos invisibles". ¿Por qué? Porque el sistema está hecho para que un chico 
entre, le vaya bien y salga. Los que hoy tienen mayor visibilidad social son los "ni-ni". Entonces, nadie sabe 
de estos chiquilines a los que les va bien. Es más: el primer año nos costó muchísimo encontrarlos, porque el 
sistema no estaba preparado para salir a buscar a esos chicos. Identificarlos, darles relevancia y hacer que se 
empiecen a juntar con otros compañeros y amigos de otros liceos que también les va bien -esa es la 
característica que tienen-, fue todo un tema. 


Nosotros tomamos chicos que están en cuarto con un promedio histórico de 9. Hemos sido flexibles también, 
porque entendemos muchas situaciones de vida. Pero es importante saber que el sistema no estaba preparado 
para identificar esta población. Nosotros la identificamos, la apoyamos, y encontramos algunas estadísticas 
duras. Una de ellas demuestra que el mejor de los chicos de los liceos públicos tiene menos oportunidades 
que el peor de los chicos de los liceos privados. Por lo tanto, el objetivo de este Programa es dar 
oportunidades a quien no la tiene. 


El otro objetivo que nos marcamos es construir en base a que estos chicos sepan que tiene que haber un 
esfuerzo de por medio. Por lo tanto, tienen que replicar de alguna manera en su entorno beneficios que 
nosotros les aportamos. Les decimos que con nosotros no sacaron el "Cinco de Oro", sino que les damos una 
oportunidad para crecer. Entonces, lo que queremos es que repliquen en su entorno los distintos programas. 
Por ejemplo, todo el patio del Liceo N* 10 fue pintado a iniciativa de chicos que estaban en nuestro 
Programa, porque lo veían feo. Y su programa fue de ayuda a su entorno. Ellos pintaron el patio, y nosotros 
generamos los mecanismos para que pudieran hacerlo. 


Por último, uno de los elementos que creemos vital en este proceso educativo es que estos chicos, que hay 
que ver en qué condiciones viven, tengan oportunidades que de otra manera no tendrían. Lo vemos porque 
los comparamos con otros chicos que no se han sumado al programa por distintas causas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vemos la información en lo que tiene que ver con la calidad de los servicios 
que ustedes prestan, pero nos estarían faltando los aspectos cuantitativos, un presupuesto de operación 
del año 2010-2011. Hay una subcomisión que después analizará la distribución de las partidas que 
pueden quedar disponibles para subsidios y subvenciones pero necesariamente, además de la 
evaluación por calidad, en este caso necesitamos una evaluación de cantidad, porque se trata de 
partidas monetarias y queremos saber cuánta puede ser la colaboración que se podría hacer desde este 
rubro de subsidios y subvenciones. 


Solicitamos que este material sea enviado vía "email" y nosotros lo distribuiremos entre los miembros de la 
Comisión. 


Agradecemos mucho no solamente su presencia sino también el trabajo que están realizando en beneficio de 
esos cuarenta chicos, que esperemos que sean más. 


(Se retira de Sala la delegación del Programa "Salir Adelante" de la B'nai B'rith) 


(Ingresan a Sala representantes de la Confederación Uruguaya de Policía) 


La Comisión tiene el agrado de recibir a una delegación de la Confederación Uruguaya de Policía, 
integrada por las señoras Shylah Guerra y Victoria Laniella, y los señores Oscar de los Santos, Tibor Deutsch, 
Isidoro Susluaga, Raúl Pereira, Julio Pereira y Gabino Oliveira. 


SEÑOR PEREIRA (don Julio).- Soy el Secretario General de la Confederación Uruguaya de Policía. 


Nuestra presencia aquí es para solicitar que se estudie lo enviado por el Ministerio del Interior para esta 
Rendición de Cuentas, y ver sí existe posibilidad de realizar algunas modificaciones. 


Nuestro planteo básico es hacer un cambio en la reasignación del porcentaje de recursos establecido en 
materia salarial en el año 2010, que disponía un aumento del 12% -bajando en grados- a partir del 1” de enero 
de 2014. Queremos saber si existe la posibilidad de que ese aumento comience a regir a partir del 1? de enero 
de 2013, fecha en la cual estaba previsto un incremento de 5%, y que el aumento del 5% se otorgue a partir 
del 1” de enero de 2014. Creemos que sería más conveniente y más justo, y no hacer este tipo de 
discriminación que plantea el Ministerio del Interior. Es una diferencia considerada, pero hemos visto que se 
propone aumentar las compensaciones especiales a altos grados —como Directores Generales- hasta en un 
54%. 


Consideramos que la Caja Policial está en una situación difícil, y entendemos que generar un aumento de este 
tipo por dos años no es bueno, ya que esos altos grados van a estar dos años y se van a jubilar con una buena 
jubilación, de acuerdo con los aumentos que se están dando. 


También hemos visto en el artículo 88 que se envía que se propone suprimir una gran cantidad de cargos en 
el Ministerio del Interior con el fin de justificar los aumentos que se darán a altos grados. Si esos cargos 
estaban de más, ¿por qué no se plantearon suprimir en la Rendición de Cuentas del año pasado? De esa 
manera se nos podría haber dado un aumento a los agentes de segunda, a los agentes de primera, es decir, a 
los grados más bajos, que estamos padeciendo situaciones económicas lamentables. Hay compañeros a los 
cuales les cuesta llegar a fin de mes, viviendo en barrios difíciles, conviviendo con la delincuencia y no 
pudiendo acceder a una vivienda digna, y acá se plantea que se suprima una cantidad de cargos de grado. 
Sería bueno que se le preguntara al Ministerio del Interior si tiene más grados para suprimir en las próximas 
Rendiciones de Cuentas. De ser así, que los suprima de una buena vez y nos dé un aumento, y que no venga 
en cada Rendición de Cuentas sacando una cantidad de cargos y de grados para justificar aumentos y 
compensaciones que -como dijimos- no son para agentes de segunda, de primera o cabos, sino para 
inspectores, mayores y directores generales de Represión del Tráfico Ilícito de Drogas. 


También debemos decir que se proponen compensaciones para los Comisarios encargados de Comisaría, 
tanto en Montevideo como en Canelones, pero no así para otras Jefaturas como, por ejemplo, las de Colonia, 
San José y Maldonado, teniendo en cuenta que allí se perciben ingresos importantes en materia turística y es 
donde se debe mejorar la seguridad y, sin embargo, estas Jefaturas tampoco están contempladas. 


Creemos que hay una clara discriminación y nos parecería conveniente que esta Comisión estudiara 
exhaustivamente lo que plantea el Ministerio del Interior. 


Como consecuencia de lo que ha pasado a partir del 1* de julio, los Servicios 222 siguen bajando. 
Compañeros que estaban en los bancos estatales y privados, que cumplían con este Servicio hasta el mes 
pasado, percibiendo un ingreso importante, lo dejaron de percibir. O sea que, de la noche a la mañana, su 
ingreso ha mermado pero las cuentas son las mismas todos los meses. El endeudamiento sigue siendo grande. 
Tenemos préstamos para pagar y no podemos hacerlo. Los altos costos de los alquileres de las viviendas no 


nos permiten salir adelante. En materia de viviendas no tenemos respuesta del Ministerio del Interior. Si bien 
al personal policial se le hace un descuento para el rubro vivienda, no vemos soluciones. La mayoría de los 
policías no pueden acceder a una vivienda por ningún mecanismo. Esto encarece nuestros costos de vida y 
repercute en nuestra familia, porque vivimos tan sumergidos durante muchos años que no podemos salir 
adelante. Por ese motivo estamos acá; para plantear nuevamente que seguimos en una situación difícil y decir 
que pretendemos mejorar nuestras condiciones de vida, que cada vez son más difíciles. 


Entendemos que sigue existiendo una mala redistribución en cuanto a los salarios, porque se dan aumentos a 
altos grados y los más chicos seguimos con lo que queda. 


SEÑOR OLIVEIRA.- Pienso que lo que se plantea no es descabellado. Hay tres aspectos que nos 
gustaría resaltar. 


Uno de ellos es que en el momento de elaboración del presupuesto quinquenal se fijan estos porcentajes, 
estableciéndose un componente por concepto de inflación y, otro, de recuperación salarial. Cuando se elaboró 
dicho presupuesto, las proyecciones inflacionarias del Gobierno estaban en el entorno del 7%. Tanto en el 
año 2010 como en el año 2011, la inflación fue bastante por encima de esa proyección, por lo que hay una 
pérdida de salario real. Se fijó una meta estimando que la familia policial tendría determinada recuperación 
salarial al terminar el quinquenio. Los porcentajes fijados no se han corregido; estos se fijaron sobre la base 
de una inflación estimativa con otro nivel. 


Otro elemento sobre el que se sustenta nuestro planteo es el siguiente. Podemos pasar horas discutiendo sobre 
lo regresivo de la inflación y demás, pero hay una cuestión real: el momento en el que se percibe el 
incremento siempre es bastante más retardado con respecto al momento en que efectivamente se produce el 
aumento de precios. El aumento de precios se pauta y después nos dan el ajuste por inflación. Ese sería otro 
justificativo por el cual se deben redistribuir estos porcentajes. 


A veces se habla de inflación en términos absolutos, pero en realidad es una canasta compuesta por varios 
artículos y servicios. Entonces, no es la misma inflación la que sufre la población que tiene determinado nivel 
de ingresos que la que sufre la familia policial. ¿Por qué? Porque la familia policial no tiene ningún colchón 
que permita amortiguar o absorber esos niveles. Cuando se va produciendo la inflación y aumentan los 
precios, algunos tienen un colchón -caja de ahorros- del que pueden ir sacando hasta que la situación se 
compense, pero todo el ingreso que percibe el policía se consume en bienes básicos, de primera necesidad. 
Por lo tanto, el incremento se debe asumir con esos bienes, sin que haya un colchón que permita esperar una 
Rendición de Cuentas más o un año más para que se dé ese 14%, que creemos que sería bastante adecuado 
hoy. 


SEÑOR IBARRA.- Es importante lo planteado por la Confederación Uruguaya de Policía. 


Miramos el Presupuesto Quinquenal al que hizo mención la delegación presente y, efectivamente, en los 
artículos 206 y 207 se hace referencia a la disminución gradual de las horas correspondientes al Servicio 222. 
Esto fue largamente discutido. La idea era ir compensando de alguna manera la disminución de esas horas 
con partidas o con aumentos salariales. En su momento se hablará con el Ministerio del Interior al respecto. 


Efectivamente, en el artículo 207 se establece la distribución de aumentos en los distintos años. Como ha 
manifestado la delegación, se ha asignado para el 1” de enero de 2013 el 5% de aumento y para el 1” de enero 
de 2014 un 12%. 


Estos aspectos tienen que ver con los recursos que tenga el Ministerio del Interior y el Gobierno en general. 
Estamos convencidos de que se ha hecho un esfuerzo muy importante para incrementar los salarios del 
Ministerio del Interior. Por supuesto que no es suficiente, como tampoco lo son a nivel de la educación, pero 
hay que atender otras áreas. No obstante, solicito que la versión taquigráfica de esta reunión vaya al 
Ministerio del Interior a efectos de que cuando concurra ese Inciso —creo que viene la próxima semana-, les 
podamos hacer las preguntas correspondientes en cuanto a las necesidades que están manifestando, sobre 
todo, con relación al aspecto salarial. Sin duda, también lo tendrá que analizar el Ministerio de Economía y 
Finanzas, porque eso significa una diferencia de recursos para el año 2013, comparándolo con el año 2014. 


Quiero formular otra consulta. Hace tiempo se había manejado la posibilidad de solucionar, en parte, el 
problema del endeudamiento de los funcionarios del Ministerio del Interior a través del Banco de la 
República. Quiero saber si eso se concretó en su oportunidad o si se está gestionando una nueva resolución 
del Banco de la República para atender el problema de endeudamiento que, por supuesto, disminuye 
sensiblemente el sueldo y crea problemas de subsistencia, como la delegación sabe perfectamente bien. 


SEÑOR ABDALA.- En el mismo sentido de lo que ha manifestado el señor Diputado Ibarra, quiero 
decir que por supuesto que trasladaremos todos los planteos al señor Ministro; me parece bien que se 
lo vayamos adelantando por vía de la versión taquigráfica, pero en lo que a nosotros respecta -estoy 
seguro de que los demás sectores parlamentarios tendrán el mismo temperamento-, hemos tomado 
debida nota de todos los planteos y los vamos a contrastar con la propuesta presupuestal del Ministerio 
del Interior y los discutiremos con el señor Ministro. Creo que será bueno preguntar al señor Ministro 
sobre todos estos asuntos en los mismos términos en los que aquí se han expresado los representantes 
de la Confederación Uruguaya de Policía. 


Sin perjuicio de ello, quiero formular dos o tres preguntas muy específicas. 


En primer lugar, cuando hablan del encargado de la Comisaría, quiero conocer el alcance del término, es 
decir, si tiene que ver con quien es Comisario desde el punto de vista de la función y el grado y también de 
aquel que tiene la función, pero no el grado; quiero saber si estamos hablando en todos los casos de una 
persona o de más de una, como el Comisario o Subcomisario. No lo sé; por eso lo pregunto. 


Con relación a las consideraciones que se hicieron del crecimiento de la inflación más allá de lo proyectado y 
que, por eso, consideran que es insuficiente el ajuste del 5% previsto para el 1 enero de 2013, quiero saber si 
a esos guarismos se llegó después de una negociación o de un intercambio entre los trabajadores y el 
Ministerio del Interior, o quién determinó ese porcentaje y por qué razones. Deseo saber si ustedes 
intervinieron en las etapas previas de la decisión —obviamente, la decisión es del Poder Ejecutivo- o si fue 
un criterio que se fijó unilateralmente entre el Ministerio del Interior y el Ministerio de Economía y Finanzas. 


En ese sentido, también quiero saber si ha habido negociación colectiva, diálogo o intercambio con relación a 
la propuesta presupuestal entre los sindicatos judiciales o este sindicato aquí representado y las jerarquías del 
Ministerio del Interior, teniendo en cuenta que en los últimos años en el país se ha vivido un proceso de 
sindicalización en este sector, que obviamente va de la mano de la negociación; no tendría sentido 
organizarse si no es para negociar y poder reivindicar determinadas aspiraciones laborales o salariales. 


Finalmente, quiero hacer una referencia al problema de la vivienda; no tiene que ver directamente con el 
articulado, pero aprovecho a preguntarlo porque se mencionó al pasar. Los funcionarios aquí presentes se 
lamentaron —creo que con razón- de que están sufriendo un descuento de su salario para soluciones 
habitacionales que no han llegado. Sin embargo, en los últimos días, escuché declaraciones del señor 
Ministro -o las leí- en las que se hacía anuncios con respecto a determinadas viviendas que estaban a punto 
de entregarse o de construirse. Quiero saber si tienen información adicional con relación a este aspecto que es 
de interés, obviamente, y es razonable que sea preocupante para la delegación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sabemos que hay multiplicidad de agrupaciones sindicales que nuclean a la 
familia policial. Solicito que expliquen cómo están ubicados ustedes en ese conjunto de gremios. 


SEÑOR PEREIRA (don Julio).- Voy a comenzar por la última pregunta que hizo el señor Presidente. 


La Confederación nuclea varios departamentos del interior; en esta oportunidad, son ocho. Si bien hay 
pluralidad de sindicatos en la Policía, porque es una actividad nueva, que se desarrolla desde 2005 hasta la 
fecha, se está trabajando en la unificación de los sindicatos policiales, que no se ha logrado por distintas 
razones. La mayoría integramos la Central Única de Trabajadores del PIT-CNT y desde ahí se está trabajando 
hacia la unificación. Se han efectuado instancias de negociación en el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, pero no han dado sus frutos por cuestiones meramente sindicales. Algunas reivindicaciones han 
generado problemas disciplinarios con ciertos dirigentes sindicales debido a las últimas medidas que se 
adoptaron. El Ministerio del Interior consideró que las medidas llevadas adelante por esos dirigentes no 
estuvieron a la altura de las condiciones, por lo que se les inició un sumario al tiempo que se dispuso la 


realización de investigaciones administrativas. Eso llevó a que se cortara la negociación a nivel sindical hasta 
que se solucionen estos problemas internos. Pero se está trabajando en procura de que las organizaciones 
sindicales más representativas puedan llegar a negociar directamente cuando se logre esa unificación. En el 
futuro se sabrá cuál es la más representativa de acuerdo con lo que indican los parámetros de la Organización 
Internacional del Trabajo y la legislación interna. 


Paso a contestar la pregunta formulada por el señor Diputado Abdala, relativa a los encargados y Comisarios. 
Existen grandes carencias de personal, sobre todo en el interior del país, por lo cual los encargados de las 
Comisarías no siempre son los Comisarios, sino Subcomisarios u Oficiales Principales y en algunos lugares 
muy lejanos, hasta Sargentos. Lo que se establece en el artículo 86 del proyecto de Rendición de Cuentas va 
a generar un problema en la interna policial, ya que se incrementa una partida para que el Ministerio del 
Interior abone una compensación especial a los encargados de las Comisarías Seccionales de Montevideo y 
Canelones, no del resto del país, y además, como dije, el encargado de una Comisaría puede ser hasta un 
Sargento Í, no necesariamente tiene por qué ser un Comisario. 


Con respecto a la negociación para determinar los porcentajes establecidos para cada año, debo decir que 
nosotros no participamos, sino que la trataron los Ministerios de Economía y Finanzas, y del Interior. 


En la anterior visita que hicimos a esta Comisión planteamos algo similar, es decir, un cambio en los 
porcentajes, porque seguimos estando muy sumergidos en lo que respecta al salario. Hay otros trabajadores 
que están ganando tres veces más que nosotros y nuestro trabajo es arriesgar la vida, y cada vez está más 
difícil. El solo hecho de portar el uniforme es un problema en la calle, como se puede ver en los medios de 
comunicación. Hay compañeros que han caído no en actos de servicio, sino dirigiéndose a sus propios 
hogares vestidos con el uniforme. 


El préstamo del Banco de la República se ha llevado adelante, pero el endeudamiento es de años y es tan 
grande que se han pedido préstamos para el préstamo, para pagar la luz. Además, no hay matrimonio que 
resista que el jefe de familia esté todo el día fuera de la casa, ocho horas de servicio, más cuatro o cinco de 
Servicio 222, y cuando llega a la casa a descansar, lo llaman porque surgió otro "222". Eso lleva a que la vida 
matrimonial se desintegre y el policía tenga sus retenciones, debiendo encarar una nueva vida con menos de 
lo que percibía en su momento. Esto pasa en la gran mayoría de la familia policial. 


Los préstamos, al principio, eran de cuarenta cuotas, después fueron de sesenta y cuatro, pero eso no alcanza; 
a otros trabajadores se les dio un préstamo más amplio. Además, están en unidades indexadas, que es un 
valor que aumenta diariamente. Esa es otra de las cuestiones que habría que revisar: cambiar los préstamos de 
unidades indexadas a otro sistema, porque nuestros salarios se están viendo perjudicados con ese aumento. 


En cuanto a la vivienda, han surgido una cantidad de proyectos e ideas del Ministerio del Interior, pero no se 
concreta ninguna. La prueba está que en estos últimos meses un policía quedó con todas sus cosas en la calle 
porque vivía en un barrio donde la mayoría de los habitantes están en la delincuencia y su familia no podía 
vivir ahí. Esa es la realidad que está padeciendo la familia policial. 


Hay un descuento que se hace a ciertos grados de la Policía, pero tampoco se ha volcado a la vivienda. En 
2006 -si no me equivoco-, con todo el dinero que se obtuvo por este descuento a los policías para el Fondo de 
Vivienda, se compró el edificio donde hoy funciona la Caja Policial. 


Por eso hoy venimos nuevamente aquí a plantear la situación económica que seguimos padeciendo. 


Además, por el artículo 206 de la Ley de Presupuesto se prohibió, con sanción de destitución, que los policías 
trabajaran en la actividad privada. Todos saben que muchos policías, como no les daba el sueldo y no tenían 
"222", trabajaban de seguridad en un cambio, en supermercados, en fin, en la parte privada, y generaban 
otros ingresos. Y lo que se obtuvo como resultado de esta prohibición fue la entrega rápida de la calle a los 
delincuentes, porque no se hizo una amortiguación gradual a eso que se pretendía, es decir, sacar a los 
policías, pero paulatinamente, ir mejorando sus salarios y preparando más a los guardias de seguridad, 
tratando de que tuvieran las condiciones de trabajo necesarias. Eso no se hizo y hoy en día, a diario estamos 
padeciendo las consecuencias de la falta de todo ese despliegue policial que existía hasta el año pasado y que 
cada día va mermando porque el Servicio "222" se está sacando y se está haciendo dentro del turno, o sea que 
el policía va al Banco de la República o a otro lugar dentro de sus ocho horas de trabajo y no fuera de su 


horario. Eso disminuyó la presencia de los funcionarios policiales en la calle y los delincuentes lo saben. 
Reitero: no hubo una contención paulatina en ese proceso. 


SEÑOR BERNINI.- Todos sabemos que hay varios sindicatos policiales. Nos interesa saber qué 
cantidad de afiliados tiene la Confederación y si tienen interlocución directa y fluida con el Ministerio 
del Interior, como representantes de los trabajadores de la Policía. 


Por otra parte, tengo entendido que el Fondo de Vivienda se acrecienta a partir del aporte directo de los 
trabajadores. Quisiera saber qué tipo de acceso tienen a esos fondos y si se han planteado algunas propuestas 
colectivas como, por ejemplo, cooperativas por las distintas modalidades -que pueden ser de usuarios o de 
propietarios-, a los efectos de acceder a esos fondos, aunque sea parcialmente, para obtener alguna forma de 
solución habitacional. ¿Hay algún planteo, se está ejecutando? Me gustaría que profundizaran un poco al 
respecto. 


SEÑOR DE LOS SANTOS.- Con respecto al diálogo con el Ministerio del Interior, debo decir que no lo 
tenemos y esa no es nuestra voluntad. Hemos buscado los caminos para tener un diálogo con el 
Ministerio, pero no se nos ha abierto la puerta. Presentamos proyectos a otras organizaciones que no 
están vinculadas con el Ministerio del Interior para volcarlos a la seguridad, que tienen que ver con la 
baja de las rapiñas con resultado de muerte. Nos han recibido CAMBADU y la Intendencia de 
Montevideo, y nos han apoyado. En cambio, el Ministerio no nos ha abierto la puerta. 


Si bien es cierto que hay fondos destinados para construir viviendas para los policías, los sindicatos policiales 
no hemos tenido acceso a esos recursos. Hemos buscado otros caminos con diferentes organizaciones o 
empresas tratando, por medio de los sindicatos policiales, de dar esa solución al policía. Hace poco -como 
bien se mencionó-, un policía tuvo que salir de su casa con su familia e ir a la Seccional N* 17 porque en el 
barrio en que vivía, los delincuentes lo tiroteaban a él y a su familia, lo amenazaban. Entonces, la Jefatura de 
Policía de Montevideo le dio una casa en préstamo por un año en el barrio Colón. Se va de donde era 
propietario a vivir en préstamo por un año. Eso muestra una realidad: que el policía no puede pagar un 
alquiler y que tiene que vivir de prestado. Además, es "vox populi" que los policías no podemos convivir con 
los delincuentes porque ellos nos atan las manos. 


No hemos visto soluciones globales. Hemos presentado proyectos que llegan hasta el Ministerio del Interior, 
pero no se nos abre la puerta, no se nos escucha. Los sindicatos tratamos de hacer nuestro trabajo. Sabemos 
que el trabajo del sindicato policial es defender y tratar de reivindicar los derechos de los trabajadores. Más 
allá de eso, nosotros tenemos una obligación moral que es mejorar la calidad del trabajo, la calidad de vida 
del policía. 


Hoy estamos acá por todo eso y queremos saber, si por el lado de ustedes, que son los que pueden llegar hasta 
el Ministerio, se puede dar una mano a la familia policial. Sería bueno que se considerara el tema de nuestro 
salario -que no nos alcanza para llegar a fin de mes ni para alquilar- y que se abriera una instancia de diálogo 
con el Ministerio porque no sabemos por qué no se da. En toda empresa, el patrón tiene un diálogo con el 
empleado porque siempre hay algo para aportar. Nosotros, como sindicato, tenemos algo para aportar. La 
mayoría de nosotros somos policías desde hace mucho tiempo, trabajamos en la calle y conocemos a la gente 
y queremos que se nos escuche. 


Les agradecemos esta oportunidad porque esto no se da en el Ministerio del Interior. 
SEÑOR BERNINI.- ¿Cuántos trabajadores policiales representan? 
SEÑOR DE LOS SANTOS.- Tenemos dos mil afiliados. 


SEÑOR GROBA.- Como producto del cambio de gobierno desde 2005, tenemos la posibilidad de 
recibir a las organizaciones sindicales policiales, que han venido para quedarse porque es un derecho 
que tienen los trabajadores policiales, según las recomendaciones de la OIT. Desde hace muchos años 
hemos promovido y reivindicado la necesidad de que todos los trabajadores se organicen con sus 
particularidades. 


Como algo nuevo, la propia organización va a ir haciendo sus procesos a efectos de buscar la mejor forma de 
unidad de los trabajadores y de su representatividad, como lo indica la historia del movimiento sindical, que 
ha estado basada en la unidad de los trabajadores en una sola rama a los efectos de tener una mejor 
representación 


Este cambio que ha habido en el país a partir de 2005 ha permitido que los trabajadores policiales estén en 
ese proceso de organización y de unidad. 


Yo entendí que había habido ámbitos de negociación en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y esa es 
una valoración nueva que forma parte de estos cambios y que es muy importante, independientemente de los 
resultados que se obtuvieron. 


Estoy seguro de que el salario no les alcanza y sé que las condiciones de vida son muy delicadas y 
complicadas. Yo he vivido en el barrio Cuarenta Semanas durante doce años y conozco la etapa -sin 
introducirme en los temas técnicos de seguridad, de las rapiñas, de los policías en la calle y que ahora no 
están- de cómo se funcionaba con los funcionarios de las Seccionales Nos. 8 y 12 y con los Inspectores ante 
las situaciones conflictivas. Por lo tanto, tengo mi valoración y sé hacia dónde apuntan los posibles cambios 
para tratar de superar eso que históricamente, desde los años noventa hasta ahora, es una complicación real 
que ustedes han hecho notar. 


Como sabemos, los salarios están muy abajo desde hace mucho. Si recuerdan, en 2005 no había negociación 
para ninguna rama de la industria privada y éramos el último orejón del tarro. Esos salarios de la industria 
privada que todavía están bajos y que no alcanzan va a costar mucho recuperarlos. Como si fuera poco, había 
un atraso muy grande con la familia policial, que es lo que hemos tratado de impulsar con esta insistencia en 
el derecho de organización que tienen los trabajadores policiales a los efectos de poder mejorar el salario y 
las condiciones de vida. 


Creo que no solo habría que enviar la versión taquigráfica al Ministerio del Interior sino también al de 
Trabajo y Seguridad Social, de modo que sirvan como insumo. Cuando asista el Ministerio del Interior -más 
allá de los contactos que podamos hacer-, deberemos profundizar sobre este tema. 


Por último, hay una relación entre el PIT-CNT y los trabajadores policiales que también está vinculada a 
conversaciones con el Ministerio del Interior. Entonces, la pregunta es si algunos de los sindicatos y el PIE 
CNT han tenido conversaciones directas con el Ministerio en los últimos meses por este y otros temas. 


SEÑOR PEREIRA (don Julio).- Efectivamente, el Ministerio del Interior ha tenido contactos con 
representantes del PIECNT que están actuando en la unificación de los sindicatos policiales, pero 
todos esos contactos se han centrado en los problemas relativos a dirigentes sindicales, con algunas 
medidas como las que hemos adelantado, y no en cuestiones que para nosotros son profundas, como las 
que ameritan nuestra presencia hoy aquí, que tienen que ver con las condiciones de trabajo y de vida 
del policía. Por esas condiciones hemos hecho varios planteamientos y hemos pedido a la Inspección 
General del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social que concurra a las Comisarías y dependencias 
para ver las instalaciones a fin de que el Ministerio del Interior plantee mejoras a través de las 
Rendiciones de Cuentas, etcétera, pero en ninguna hemos visto partidas destinadas a la mejora edilicia 
que hace a la mejora de las condiciones de trabajo de los policías. 


Por ejemplo, hoy en día hay mucho más personal femenino, que antes ingresaba en menor cantidad, y en las 
Comisarías se necesitan construir baños para ese personal, pero no se ha hecho. También hemos pedido que 
se aplique el Decreto 406/88 del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social relativo a las condiciones de 
trabajo. Necesitamos vestuarios para el personal policial, porque no los hay. Todavía no se nos considera 
como trabajadores. Sigue esa vieja idea de la militarización del policía, que no se moja ni necesita nada. Si 
bien nosotros consideramos que tenemos problemas salariales, etcétera, no somos cualquier trabajador, 
porque ponemos en riesgo nuestra vida y debemos capacitarnos para salir a combatir la delincuencia, y esa 
capacitación implica gastos salariales extra. Debemos gastar en un gimnasio porque el Ministerio no nos da 
esos recursos y para nuestro trabajo debemos estar físicamente en condiciones; si hay compañeros que no lo 
están, es problema de ellos. A la vez, por el turismo muchos compañeros están capacitándose en idiomas, y 
deben destinar recursos a eso y a otras preparaciones. Manejamos un arma y eso implica una responsabilidad 
que no tiene cualquier trabajador; el error de un policía puede ocasionar un accidente y terminar con la vida 


de un compañero, como ha pasado en algunos móviles. Para manejar un vehículo -y no estar todo el día 
picando en la calle, sino manejando un móvil, más calentitos- debemos pagar la licencia de conducir de 
nuestro salario, lo que en algunos departamentos llega a $ 900. 


Entonces, un nuevo Agente de Segunda que egresa de la Escuela Departamental, ya sale con una deuda de $ 
5.000 o $ 6.000, porque aunque el Ministerio debería brindarle las herramientas para trabajar -como en la 
construcción u otros lugares, donde se las pagan- no se las da. Debe comprarse un correaje, y uno o dos 
juegos de esposas -la situación hace que se necesite más de una- y cada uno cuesta $ 700. Todo esto lo paga 
de su salario y si no cuenta con esto es un problema para su seguridad y para la de los demás. 


Este no es cualquier trabajo, y cuando reclamamos mejoras salariales estamos teniendo en cuenta que 
debemos gastar en elementos que nos deberían dar nuestros patrones, en este caso el Ministerio del Interior. 


En cuanto a lo que sucede con el PIT-CNT, en esas chicanas el Ministerio del Interior aprovecha, como 
cualquier patronal -lo pueden manifestar cuando concurra aquí- a esperar para tener contacto con el grupo 
más representativo y negociar, y en ese proceso estamos. Pero esto no puede provocar que haga oídos sordos 
a reivindicaciones justas que estamos planteando y que podría ir solucionando. Consideramos que no debería 
dar, como lo está haciendo -por eso nuestra presencia aquí-, aumentos importantes a altos grados, a 
encargados, Directores, Jefes de Polícia, que están en una oficina y no deben gastar en las herramientas que 
necesita un pobre Agente de Segunda 


Además, nos preguntamos por qué no suprimieron esta gran cantidad de cargos en la Rendición de Cuentas 
del año anterior, lo que habría permitido darnos un aumento de salarios. Si hay más cargos para suprimir en 
el Ministerio del Interior, debería mandar un nuevo mensaje suprimiendo todo lo necesario y dándonos ese 
aumento de salario que necesitamos. Quizás en la próxima Rendición de Cuentas el Ministerio del Interior 
suprima cuarenta o cincuenta cargos más, pero ¿por qué no los suprime ahora y nos da esos pesitos que 
pueden venir bien a la familia policial? No consideramos justo que se estén volcando recursos en aumentos y 
compensaciones, teniendo en cuenta la situación de Canelones y de Montevideo. ¿Los Comisarios de 
Maldonado o Punta del Este no son tan Comisarios como el de Canelones o Montevideo? 


SEÑOR LANIELLA.- Para resumir -porque a veces se pierde la perspectiva-, quiero decir que si bien 
es verdad que hay negociación y la central tiene su manejo, cuando los convenios internacionales de la 
OIT se refieren a la libertad sindical reconocen la potestad de los trabajadores de darse la forma que 
quieran: federaciones, confederaciones, etcétera. Y aquí una de las dificultades es que la Confederación 
Uruguaya de Policía, que nació en enero, pero aglutina sindicatos de muy larga data -de Maldonado, 
Río Negro, Soriano-, por el solo hecho de buscar, en su legítimo derecho, otra dinámica de organización 
interdepartamental ha perdido las prerrogativas mínimas que implica el ejercicio de la libertad 
sindical. 


Ya que esta versión taquigráfica será enviada a los Ministerios del Interior, y de Trabajo y Seguridad Social, 
es bueno que quede constancia de esto. Cuando digo prerrogativas mínimas me refiero a un mínimo de horas 
de licencia sindical para desarrollar actividades de contacto, sobre todo porque el trabajo policial no es una 
fábrica y no están todos adentro de un edificio viéndose continuamente; hablo de la posibilidad de gestionar 
la retención. Lo que digo puede parecer básico, pero hay muchas dificultades. En cuanto al diálogo pasa lo 
mismo. En la medida en que se ha dado esta forma de confederación, se modifica el diálogo con el 
Ministerio, no ya por la ejecución presupuestal, sino a raíz de propuestas como las que se mencionaban de 
género o que tienen que ver con infraestructura, seguridad, etcétera. En todo esto hay mucho trabajo 
realizado, para la que alcanzaría con tener un interlocutor. 


Lo mismo sucede cuando decimos que el ajuste debería ser hoy del 12% y no en 2014; consideramos que se 
puede hacer así pues se pueden recortar propuestas de sueldos caros y hacer una redistribución hacia abajo. 


En resumidas cuentas, esta Confederación tiene sindicatos de muy larga data, muchísimos afiliados y una 
capacidad de negociación y de propuesta muy importante, y lo demuestra en cosas concretas, pero en otras, 
lamentablemente, no tiene una instancia para demostrárselo al Ministerio porque no nos da un ámbito. Y se 
trata de aspectos que no requieren la centralización de un solo interlocutor policial, que es a lo que se apunta. 


En lo cotidiano hay necesidades concretas: un vestuario para las compañeras en la Comisaría de Soriano no 
debería requerir un manejo tan complejo. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Entendemos que la organización de los trabajadores es un ámbito de libertad 
para ellos. No es competencia del legislador ni del Poder Ejecutivo incidir en esa forma ni en la 
representatividad de los trabajadores cuando se organizan de la forma que crean más conveniente. 


¿Ustedes se consideran discriminados frente al Ministerio del Interior a la hora de hacer planteamientos y 
mejoras salariales para el trabajador policial? 


SEÑOR ABDALA.- Quería preguntar si a los trabajadores policiales sindicalizados no se les reconoce 
la libertad sindical; sería una carencia que tiene este sindicato y no otros. No me queda clara cuál es la 
situación relativa al instituto de las libertades sindicales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recordamos que están presentes varios integrantes de la Comisión de 
Legislación del Trabajo, que es la que debe analizar estos temas de relacionamiento, en este caso entre 
un Ministerio y sus funcionarios. 


SEÑORA LANIELLA.- Reitero que nuestra organización no es un sindicato, sino una confederación; 
por eso hacía la referencia inicial a que el convenio internacional de la OTF'T dice que se podrá adoptar 
la forma que se quiera, en confederaciones o federaciones. Se trata de varios sindicatos en una 
confederación. 


En cuanto a la pregunta, tal vez discriminación sea una palabra fuerte, pero sí se da una situación de hecho. 
Estos sindicatos tenían contemplados algunos derechos básicos que hacen al ejercicio de la libertad sindical, 
como ser horas de licencia sindical. Aclaramos que es un tema difícil, complejo en el que está trabajando el 
Ministerio, tratando de resolverlo de una sola vez, pero la realidad es muy variada. Entonces, no se puede 
resolver todo junto y ni siquiera por separado. 


En nuestra confederación hay sindicatos que hasta diciembre de 2011 tenían, por ejemplo, horas de licencia 
sindical, que a partir de enero dejaron de tener. Estamos viendo qué planteo hacer al Ministerio para que nos 
explicite con qué criterio se está haciendo esa distribución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tal como es práctica habitual de esta Comisión, la versión taquigráfica de las 
exposiciones vertidas en esta reunión se enviará a la visita y, en este caso, a las autoridades del 
Ministerio del Interior y también del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social fundamentalmente por 
lo que tiene ver con la representatividad sindical de los funcionarios policiales. 


Les agradecemos la visita; quizás en otra oportunidad tengamos la posibilidad de recibirlos en la Comisión de 
Legislación del Trabajo junto con algunos otros Diputados que trabajamos en ella. 


(Se retira la delegación de la Confederación Uruguaya de Policía. - Ingresa una representación de 
funcionarios con contratos temporales de derecho público de la Dirección Nacional de Aduanas). 


Damos la bienvenida a la delegación, integrada por la señora Alejandra López y por los señores Matías 
Viettro, Joaquín Correa y Martín Badalá. 


SEÑOR CORREA.- Hemos venido a plantear la situación de los funcionarios con contratos temporales 
de derecho público de la Dirección Nacional de Aduanas, siendo este un punto más de la plataforma 
reivindicativa de nuestro sindicato, la Asociación de Funcionarios Aduaneros -AFA-, y de COFE, que 
también nos nuclea. 


SEÑORA LÓPEZ.- La figura de contrato temporal de derecho público fue creada en la última Ley N* 
18.719 de Presupuesto, a los efectos de paliar una carencia de la Administración en materia de 
recursos. Este tipo de contrato estuvo actuando como una herramienta de transición. 


Si se me permite, quisiera que el compañero Badalá se refiera a nuestros antecedentes, al camino que hemos 
recorrido en estos cinco años que llevamos en la Dirección Nacional de Aduanas, y a la situación actual. 


SEÑOR BADALÁ.- A partir del año 2006, la Dirección Nacional de Aduanas inicia un proceso de 
ingreso de recursos humanos a través de distintas figuras contractuales, como las pasantías y los 
contratos a término. Esto determinó una apertura en cuanto al ingreso de funcionarios en la 
institución, lo que no se registraba desde hacía décadas. De hecho, el último registro de ingresos para 
cargos presupuestales en el organismo se produjo en el año 1984. 


Estas nuevas fuerzas de trabajo vinieron a inscribirse en una estructura disfuncional, anacrónica, 
desconectada de las nuevas realidades, de las nuevas tecnologías, de las nuevas necesidades de una Aduana 
moderna, esto es, del control y la facilitación del comercio exterior que ha venido creciendo en nuestro país y 
que creemos es prioridad del Estado uruguayo. Nos referimos a facilitar y crear plataformas viables y 
eficientes en cuanto al desarrollo del comercio exterior. De alguna forma, la Aduana debe desempeñar un 
papel distinto y esta fuerza de trabajo vino para reforzar y ser el motor de ese cambio. 


En el año 2009 se hicieron dos llamados de contratos a término, sobre la base de concursos abiertos, 
públicos, de oposición y méritos y con sorteos, es decir, con todas las garantías del caso. Se presentaron cerca 
de diez mil personas en un llamado y alrededor de diez mil ochocientas en otro. Recordemos que el primer 
ingreso se realizó en 2007 y hoy en día hay alrededor de ciento tres funcionarios contratados al amparo del 
artículo 55 de la Ley N* 18.719, bajo la figura de contrato temporal de derecho público. Esta es la situación 
actual. 


A lo largo de estos cinco años, este grupo de contratados -que no es menor y desempeña funciones clave en el 
organismo- ha recibido una capacitación importantísima que ha determinado una inversión muy significativa, 
tanto económica como de recursos. A modo de ejemplo, podemos citar algunas instancias de capacitación que 
hemos recibido: cursos del plan piloto de gestión aduanera, gestionado por el BID; un curso aduanero 
integral interactivo en el año 2008; un curso básico de técnico aduanero, que lo hizo la totalidad de los 
contratados; un taller de inducción a una nueva aduana; un taller de fortalecimiento institucional a través del 
programa de modernización de la Aduana uruguaya, con fondos del BID; un programa de capacitación en la 
Oficina Nacional del Servicio Civil y varios cursos impartidos por la Escuela Nacional de Administración 
Pública en el año 2011. A su vez, varios funcionarios estamos realizando cursos y usufructuando becas en 
instituciones privadas, como la Escuela de Comercio Exterior y Aduana de la ADAU, el Centro de 
Navegación, etcétera. También hemos recibido capacitación a distancia brindada por la Organización 
Mundial de Aduanas, en el marco de la Organización Mundial de Comercio. Actualmente, estamos haciendo 
cursos "on line". 


A su vez, hemos representado a la institución a través de actividades en el exterior. Es el caso de los talleres 
sobre gestión de riesgos aduaneros; talleres regionales de la OMA; la Conferencia Global sobre Operador 
Económico, realizada en Corea; el Programa de becas de la OMA en idioma español, en Bélgica y Japón, 
etcétera. La lista sigue, pero para no aburrirlos dejamos por acá lo relativo a la capacitación, porque creemos 
ha quedado por demás ilustrado. 


Resumiendo, hay que tener en cuenta que la edad promedio de los funcionarios presupuestados es de 
cincuenta y cinco años y no se generan ingresos genuinos desde 1984; que hemos recibido una inmensa 
inversión en capacitación realizada por el organismo desde 2007 a la fecha; que nos encontramos 
desempeñando a lo largo y ancho de la República funciones permanentes; que estamos plenamente 
asimilados al organismo en áreas clave que son imprescindibles para el cumplimiento del control y 
facilitación del comercio exterior; que dichas tareas son propias del funcionario público que son de carácter 
permanente; que todos tienen vocación de permanencia; que se ha desnaturalizado en la práctica el carácter 
temporal de estas vinculaciones; que las tareas han sido cumplidas a total satisfacción, de acuerdo con las 
jerarquías de la Unidad Ejecutora -lo que se desprende de las diversas instancias de calificaciones otorgadas 
anualmente-; y que estamos ante un inminente proceso de reestructura de la Dirección Nacional de Aduanas, 
en el marco del cual se presenta como presupuesto esencial de su viabilidad contar con una fuerza de trabajo 
joven, profesional, capacitada, asimilada al organismo, con gran sentido de pertenencia y la necesaria fuerza 
de voluntad para impulsar los cambios que la Aduana uruguaya necesita. 


Queremos hacer hincapié en que hay antecedentes en otros organismos -como la DGI, Unidad Ejecutora del 
Ministerio de Economía y Finanzas, en el mismo nivel institucional y jerárquico que la DNA-, en los cuales 
se ha recogido la solución de regularizar estos contratos. En puridad, y sin perjuicio de que las contrataciones 
son diferentes desde el punto de vista formal y jurídico, sustancialmente, a la luz de un principio de igualdad, 
de la verdad material, debemos correr el velo a estas contrataciones y ver qué hay detrás de ellas: personas 
que realizan tareas permanentes, que están hace tiempo en la institución, que se ven identificadas con ella, 
que quieren llevar adelante una modernización y están profesional y técnicamente preparadas para ello, y que 
tienen ganas de quedarse y formar parte del organismo. Por tanto, en base a que consideramos que es el 
Parlamento el que tiene la solución legal para recoger esta situación y de alguna forma combatir estas 
inequidades, es que nos resulta imprescindible que se incorpore de manera genuina a estos recursos humanos 
a la Dirección Nacional de Aduanas, a través de su presupuestación. 


SEÑOR VIETTRO.- Quiero hacer ciertas consideraciones a modo de cierre. 


En el año 2010, cuando participamos en la Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda del 
Senado, dijimos algo que hoy volvemos a señalar: en la Aduana hay una grave carencia de recursos humanos. 
Basta pasar por los pasillos o ver lo que sucede en el interior. El último ingreso presupuestal -como dijeron 
los compañeros- fue en 1984. Hace veintiocho años que no ingresan funcionarios presupuestados a la 
Dirección Nacional de Aduanas. 


Al igual que COFE, defendemos la premisa de que donde hay funciones permanentes debe haber 
funcionarios permanentes. Eso es lo que nos pasa en la Dirección Nacional de Aduanas. 


En el material que les entregamos verán información sobre cuándo ingresamos, cuál ha sido la capacitación y 
distintos puntos en los que los compañeros han ido profundizando. 


En el año 2007 ingresamos la gran mayoría de los funcionarios. A lo largo de estos seis años hemos tenido 
una importante capacitación -como decía el señor Badalá- y hemos adquirido una gran experiencia. 
Lamentablemente, muchos compañeros son absorbidos por operadores privados. Ello se debe a que el 
vínculo que hoy tenemos con el Estado genera inestabilidad y también hay una cuestión de sueldos. 


Tenemos un régimen de trabajo de cuarenta horas semanales y estamos plenamente asimilados al organismo. 
Trabajamos en distintos lugares de la Aduana: Asesoría Jurídica, Contabilidad, Departamento Contencioso 
Administrativo, Dirección Nacional, Aduanas del interior, etcétera. Los compañeros contratados han viajado 
a Chile, Japón, Bélgica, Corea y Estados Unidos representando a la Aduana. También han viajado para 
capacitarse. Ellos han recibido capacitación en distintos lugares del mundo, al igual que nosotros la hemos 
recibido en Uruguay. Sin embargo, no sabemos cuál será nuestra realidad mañana. 


Queremos agregar lo siguiente. Dentro del conjunto de compañeros con contratos temporales de derecho 
público en la Aduana -que somos ciento tres-, en el transcurso de las pasantías, luego los contratos a término 
y actualmente los contratos temporales, algunos nos hemos ido recibiendo y otros estamos a punto de 
recibirnos de abogados, arquitectos, escribanos, economistas, etcétera. Esto denota que hay un alto nivel de 
capacitación dentro de este grupo. 


También quiero comentar que este mismo planteo lo hicimos en la Comisión de Presupuestos integrada con 
la de Hacienda en el Senado en el año 2010. Ustedes verán que en el repartido incluimos la versión 
taquigráfica de esa sesión. La Senadora Topolansky decía que recordaba que en el Presupuesto anterior se 
había votado la creación de setenta cargos de pasantes para que hubiera personal provisorio en la Aduana 
mientras se procesaba la reestructura. A ella le parecía válido el planteamiento que habíamos realizado, pero 
entendía que debía referenciarlo el organismo. Luego, el Senador Peña dijo que le parecía que había 
transcurrido un tiempo suficiente como para que este planteo fuera atendido como corresponde. Venimos 
haciendo este planteo desde hace años. Por motivos constitucionales, este es el último año en el que se podría 
zanjar esta desigualdad. Por eso en el documento que les entregamos proponemos un artículo para 
presupuestar los contratos temporales de derecho público en la Aduana a fin de que el Parlamento lo analice. 


SEÑOR ABDALA.- Damos la bienvenida a la delegación que nos visita. El planteo que realizaron es 
muy concreto y ha sido trasladado con absoluta claridad y elocuencia. 


Voy a hacer algunas preguntas con relación a aspectos adicionales, sobre la base de un argumento que no 
podemos perder de vista, que es la circunstancia de que estaríamos frente a un conjunto grande de 
funcionarios que tienen a su cargo importantes tareas en la Dirección Nacional de Aduanas, para las cuales, 
además, han sido capacitados, tal como nos han señalado. Quiere decir que han brindado un servicio al 
Estado y, a su vez, el Estado ha invertido recursos en su formación y capacitación. Obviamente, allí hay un 
capital, por lo que parece sensato plantearse el riesgo de que podría llegar a perderse. 


Además, no es menor el antecedente de que estamos frente a funcionarios que han concursado para acceder a 
la función. A mi juicio, esto da mayor jerarquía al planteo. Por lo tanto, nos vamos a ocupar de él. 


Las preguntas son las siguientes. ¿La alternativa de regularizar esta situación implicaría la existencia de 
vacantes o la creación de cargos en la Dirección Nacional de Aduanas? Quisiera saber en qué estado de 
situación estamos con relación a esto, es decir, si hay vacantes o si es necesario crear nuevos cargos para que 
lo que hoy es contrato temporal se convierta en un cargo presupuestado. 


También me interesa saber cuál ha sido el intercambio que, supongo, han mantenido con la jerarquía del 
organismo. Descuento que no han llegado aquí sin hablar antes no una vez sino varias con el Director 
Nacional de Aduanas y con los demás jerarcas. ¿Cuál ha sido la voluntad? ¿Qué respuesta han recibido? 
¿Qué instancias se han cumplido? 


Por otra parte, quisiera saber en qué estado está la Dirección desde el punto de vista de su reestructura 
interna. Hemos oído hablar reiteradamente -inclusive lo dicho aquí su Director en más de una oportunidad- 
de que la Aduana está en un proceso de reestructura. Es más: algunas decisiones el respecto generaron 
polémicas. Nosotros mismos nos ocupamos de esas decisiones convocando al Director a la Comisión de 
Hacienda. Entonces, pregunto en qué medida esto engarza o queda descalzado de la reestructura de la 
Dirección Nacional de Aduanas. 


SEÑOR CORREA.- Me voy a referir a los recursos humanos. Según un comunicado del Departamento 
de Recursos Humanos de la Dirección Nacional de Aduanas actualmente hay 127 vacantes. Los 
contratados somos 103. 


SEÑOR VIETTRO.- Con respecto a las otras consultas, debo decir que el Director Canon en giras por 
el país y en reuniones con las autoridades de nuestro sindicato ha manifestado su voluntad de que nos 
integremos al organismo. Eso nos consta. 


En cuanto a la reestructura, como venimos en representación de los funcionarios con contratos temporales de 
derecho público a plantear un punto de la plataforma, creemos que no somos los interlocutores válidos para 
referirnos a ese tema. Sobre el particular deberían hablar el Presidente o el Secretario General de nuestro 
sindicato de base. 


SEÑOR BERNINI.- La exposición ha sido muy clara. Sobre lo último que dijo el señor Viettro -lo 
conocemos porque nos visitan todos años-, es importante saber que el año pasado la Asociación de 
Funcionarios de Aduanas no tenía integrado este punto a su plataforma. Eso nos generaba algunas 
dificultades, ya que se trata del sindicato representativo. Seguramente, nos entrevistaremos con AFA y 
nos podrá evacuar la consulta. 


De todas maneras, voy a hacerles una pregunta. Se dijo que hay 127 vacantes y 103 contratos. En el marco de 
una reestructura -tenemos entendido que está culminando-, si hay un concurso abierto, ¿hay alguna 
posibilidad de que, tal como se hizo durante 2005 con aquel famoso artículo 7” de la Rendición de Cuentas, 
los trabajadores que tienen contratos desde hace mucho tiempo tengan un algún plus especial en función de la 
experiencia acumulada y de los cursos realizados? ¿Se ha conversado algo en este sentido? 


SEÑOR GROBA.- Saludo a la delegación que nos visita. 
Tengo entendido que en el último Presupuesto se votaron setenta nuevos cargos, que dependían de una futura 


reestructura. Quisiera alguna aclaración sobre este tema. ¿Entrarían dentro de esa posible creación? Cuando 
venga el Ministerio correspondiente profundizaremos en este tema. 


SEÑOR BADALÁ.- En algunas instancias el Director Nacional de Aduanas se ha referido a este tema y 
ha demostrado su interés de que formemos parte del organismo. La prueba más fehaciente de eso son 
los lugares que ocupamos y las funciones que cumplimos. En mi caso, trabajo en la Asesoría Técnica y 
soy uno de los que redacta las resoluciones que firma el Director Nacional. Esa es una muestra de que 
nuestras funciones son importantes. 


Además, la inmensa inversión en capacitación demuestra que la vocación es que permanezcamos en el 
organismo. 


En algunas ocasiones se nos ha manifestado -de manera no del todo formal, no por escrito- que están a 
estudio las modalidades por las cuales podríamos ingresar, pero nunca se nos dio una respuesta concreta 
genuina. Se nos dijo que en el marco de la reestructura tendríamos lugar y que es voluntad de la Dirección 
Nacional que así sea, pero no se nos mencionó una herramienta concreta para ello. 


En virtud de que los tiempos apremian, hacemos este planteo. 


Por otra parte, creo que el planteo del señor Diputado Groba tiene que ver con setenta cargos de exclusividad 
que se piden para la reestructura. Se trata de cargos presupuestados, que tendrían un estatus diferente al 
presupuestado común. Sería un cargo de exclusividad horaria, con otros requisitos y remuneración acorde. 
Me parece que hay tres escalafones y que casi todos son cargos de Dirección, es decir que la función se 
jerarquizaría. Además, se solicitaría como contraprestación una dedicación exclusiva, con determinadas 
prioridades más fuertes en el sentido de las incompatibilidades y de las exigencias. Es decir que se trataría de 
setenta funciones con carácter exclusivo. 


SEÑOR VIETTRO.- Voy a contestar acerca de una duda que planteó el señor Diputado Groba. El 
comentario surge de una intervención de la señora Senadora Topolansky cuando en la legislatura 
anterior en Comisión se consideró el Presupuesto. En la Ley de Presupuestos del año 2005, en el 
Gobierno el doctor Vázquez, la señora Senadora Topolansky comentó que la Aduana hizo una 
reestructura, entre otras cosas, para saber cuántos funcionarios se precisan. Mientras tanto, se creó 
una figura provisoria, que son los pasantes. En el año 2007, ingresamos nosotros y se crearon setenta 
cargos de pasantes como provisorios, mientras se procesaba la reestructura. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión enviará la versión taquigráfica de esta sesión al Ministerio de 
Economía y Finanzas y a la Dirección Nacional de Aduanas. 


Por otra parte, entendemos necesario contar con la opinión de la Oficina Nacional del Servicio Civil, que nos 
visitará la próxima semana, porque por este medio es que tenemos el vínculo de los funcionarios y el Estado. 
Con dicha Oficina estaremos tratando este tema con la generalidad que deben tener todos los contratos 
temporarios de función pública. 


Agradecemos vuestra visita. 
(Se retira de Sala una delegación de funcionarios con contratos temporales de Derecho Público de la 


Dirección Nacional de Aduanas.- Ingresa a Sala la representación de la Asociación de Actuarios Judiciales 
del Uruguay) 


La Comisión de Presupuestos da la bienvenida a una delegación de la Asociación de Actuarios 
Judiciales del Uruguay, integrada por su Presidente, escribano Pardo Iriondo, y por su Vicepresidenta, 
escribana Gabriela Hormaizteguy. 


SEÑOR PARDO IRIONDO.- Nosotros venimos en representación de los actuarios judiciales del 
Uruguay para hacer un planteo con miras a esta Rendición de Cuentas. Cuando se inició el proceso de 
la Rendición de Cuentas todos los gremios del Poder Judicial -de Jueces, actuarios, defensores y 
funcionarios- hicimos una reunión y la Suprema Corte de Justicia nos dio los lineamientos que se van a 


observar en esta Rendición de Cuentas. 


En base a dichos lineamientos planteamos nuestra aspiración a los efectos de que fuera elevada por parte de 
la Suprema Corte de Justicia al Poder Ejecutivo para que después se considere en el Parlamento. 


Los actuarios tenemos un cargo técnico en el Poder Judicial y somos abogados o escribanos ya que debemos 
ser peritos en derecho. Cumplimos una doble función. Por un lado, nos desempeñamos como jefes de oficina, 
tarea administrativa y, por otro, como técnicos, actuando de peritos del derecho. En el caso de la tarea 
administrativa, llevamos adelante la dirección de la oficina como tal, es decir, administramos los recursos 
humanos y todo lo que implica la organización de la oficina, asignar tareas, cubrir los cargos vacantes 
temporarios o definitivos. En cuanto a la parte técnica -por ello es que debemos ser abogados o escribanos-, 
nos encargados de que todos los expedientes sigan los pasos que deben seguir, observando el derecho de 
fondo y de forma, y de acuerdo a lo que los Jueces vayan determinando. Además, asesoramos 
permanentemente a los funcionarios que recurren a nosotros para cualquier consulta y somos la mano 
derecha de los Jueces con quienes siempre estamos en contacto, ya que estos nos delegan un montón de 
cosas. Asimismo, atendemos a los profesionales -quizás muchos de los legisladores sean abogados- que 
cuando tienen alguna dificultad acuden a los actuarios para que les resolvamos el problema. 


Como cualquier otra institución, en el Poder Judicial existía una escala jerárquica salarial determinada y en el 
Presupuesto Nacional del año 2005-2010 se votó una partida especial pero como condición se estableció - 
más allá de otros aspectos- que se hiciera una reestructura interna. 


Hemos hablado con varios de los señores legisladores al respecto y ya saben de qué se trata todo esto. A 
nuestro entender, luego de que se hiciera la reestructura, advertimos que se hizo mal, ya que en la relación 
salarial algunos de nuestros colegas quedaron por debajo de algunos funcionarios administrativos, que son 
los alguaciles, quienes jerárquicamente están por debajo. Históricamente, siempre se respetó la jerarquía y los 
salarios la iban acompañando. A raíz de esta reestructura que no compartimos, se produjo este problema. 


Los actuarios podemos ser "full time" o "part time", titulares o adjuntos. En este momento, están teniendo 
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problemas los actuarios "part time". Los abogados necesariamente tienen que ser "full time" y los escribanos 
pueden optar entre uno y otro régimen; la opción que estos hacen es en base a la diferencia salarial. 


Entonces, actualmente los actuarios "part time" están por debajo del sueldo del alguacil. En el caso del 
actuario titular, la diferencia es de $ 400 pero con respecto al actuario adjunto de un Juzgado común, no de 
Paz, es de casi $ 7.000. La diferencia con el actuario del Juzgado de Paz es de unos $ 5.000. Nos han dicho 
que de pronto esta situación también ocurre tanto en la actividad pública como en la privada y que no se 
respeta que el salario de un jefe sea mayor que el de un subalterno. Nosotros entendemos que por un 
principio de jerarquía, sea donde sea, es decir, en una institución pública o privada, se percibe un mayor 
salario según la jerarquía y la responsabilidad. El jerarca no solo es responsable de su trabajo sino también 
del de otras personas. Por ejemplo, nosotros respondemos por la tarea del alguacil y firmamos los libros que 
ellos llevan de sus diligencias, asumiendo responsabilidades. Entonces, es un tema jerárquico y de 
responsabilidad. 


Hace unos seis años que venimos planteando esta dificultad a nivel de la Suprema Corte de Justicia, que nos 
da la razón, pero el problema no se ha solucionado. Entendemos que un organismo como el Poder Judicial 
que debe impartir justicia en este país, en la interna no lo está haciendo. Por un lado, nos dan la razón pero en 
los hechos no es así, por lo que consideramos que no se está haciendo justicia. 


Ante esta instancia del tratamiento de la Rendición de Cuentas, la Suprema Corte de Justicia envió al 
Parlamento un proyecto de ley que en su artículo 9% se contempla parte de lo que nosotros solicitamos. 


Concretamente, solicitamos a la Suprema Corte de Justicia que se aumente la partida de perfeccionamiento 
académico -que nosotros y otros funcionarios percibimos- en $ 5.000, además del sueldo base en un 10%. De 
esta manera, el actuario de nuestro escalafón que actualmente gana menos pasaría a igualarse con el ingreso 
del alguacil, siempre y cuando estos últimos no recibieran ningún aumento en esta Rendición de Cuentas, y 
así, por los menos, quedarían empatados, por decirlo de alguna forma. 


La Suprema Corte de Justicia no contempló exactamente esta aspiración; sí mandó la partida de 
perfeccionado en su proyecto, contemplada en el artículo 9%, y solicita que la partida pase de $ 956 que cobra 
actualmente todo el escalafón a $ 2.500. Es mucho menos de lo que pretendemos, pero por lo menos es una 
señal de empezar a corregir algo que, a nuestro entender, es absolutamente injusto. 


Tenemos otras negociaciones pendientes con la Suprema Corte de Justicia, pero hoy queremos plantear acá 
que se contemple esa partida. Hasta donde sabemos el Poder Ejecutivo no la contempló, más allá de lo que 
envió la Suprema Corte de Justicia, pero quisiéramos por lo menos tener una señal del Poder Legislativo en 
ese sentido. Esta propuesta que presentamos a la Suprema Corte de Justicia, como las demás gremiales del 
Poder Judicial -funcionarios, Jueces y demás-, es conocida por las otras gremiales; es decir, todos conocemos 
las respectivas propuestas. La solicitud que enviamos por nota a la Comisión contiene lo mismo que pedimos 
a la Suprema Corte de Justicia, por escrito, y tienen copia Dirección General, los Ministros de la Corte y los 
otros gremios. No estamos yendo contra nada ni nadie. Respetamos a los funcionarios, Jueces y demás 
integrantes del Poder Judicial. 


Asimismo, como el alguacil es "full time" tiene derecho a percibir una remuneración adecuada, pero 
discrepamos con que gane más que nosotros; eso no podemos seguir contemplándolo. En esta instancia de 
Rendición de Cuentas pedimos al Poder Legislativo que, si no se puede contemplar totalmente la partida que 
solicitamos, por lo menos, se vote una partida por una cantidad que sea una señal, porque creemos que 
nuestro reclamo es justo. 


Reitero que todos los años planteamos lo mismo, todo el mundo nos dice que sí, pero seguimos igual. Hay 
una gran molestia en todos los actuarios del país, que seguimos planteando este asunto y no vemos una 
solución. 


Entonces, pedimos que se considere seriamente nuestro reclamo en esta Rendición de Cuentas. Comentamos 
a algunos legisladores que en la asamblea que realizamos el otro día se concluyó que si no vemos una señal 
positiva, lamentablemente, empezaríamos a considerar la posibilidad de tomar algún tipo de acción para 
solucionar este problema de otra forma. Confiamos en el Poder Legislativo para que nos dé esa señal. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- La situación es como la acaba de describir el Presidente de la Asociación de 
Actuarios del Uruguay. 


Su aspiración no tiene un costo muy alto para el Estado y debemos tener presente que últimamente hemos 
legislado mucho en materia judicial, buscando una Justicia más rápida, ágil y de mejor calidad en las 
decisiones, y es precisamente en estos funcionarios donde radica la mayor importancia para que los Jueces 
puedan adoptar decisiones oportunas, ágiles y sobre todo de calidad, ya que son los encargados del 
funcionamiento de todas las oficinas y están bajo su responsabilidad todas las diligencias judiciales. Cuando 
se fijan plazos perentorios -casi todos-, sobre todo muy cortos y breves para tomar decisiones -recuerdo los 
debates en la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración con respecto, por 
ejemplo, al proyecto de adopciones, en que tratamos de abreviar esos trámites, para dar mejor solución en 
materia de familia; lo mismo sucede en materia penal, en que se manejan los derechos fundamentales de las 
personas-, toda la responsabilidad recae en estos funcionarios técnicos. 


Si ellos tienen en su estructura una injusticia funcional y remuneratoria, no sería muy conveniente 
mantenerla, cuando son parte fundamental en impartir justicia. 


Dicen que si se vota la partida que viene en la Rendición de Cuentas sería una señal seria, pero aspiran a que 
se mejore. 


En ese sentido, quiero saber de cuántos funcionarios se habla y qué monto representaría el aumento de la 
partida. 


SEÑOR IBARRA.- También quiero saber cuál sería el costo de la partida y a cuántos funcionarios 
alcanzaría. 


En el Inciso 16 del proyecto que remitió el Poder Ejecutivo, no está presente esta solicitud; figuran los 
artículos 220 y 221, pero para otros fines. 


Entonces, analizaremos en su oportunidad el mensaje del Poder Judicial. 


Sería importante contar con los datos que solicita el señor Diputado Cersósimo de cantidad de actuarios y 
costo de la partida, dado que si no entendí mal el Poder Judicial plantea la mitad de lo que los actuarios 


solicitan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si se pudiera contemplar esta reivindicación y solucionar la situación de los 
actuarios "part time", quiero saber cómo quedaría la relación con los actuarios "full time" y el resto 
de los funcionarios "full time". 


SEÑOR PARDO IRIONDO.- Somos alrededor de cuatrocientos actuarios en todo el país, "part time" 
y "full time", adjuntos y titulares. El Poder Judicial remite el aumento de la partida para todo el 
escalafón, que incluye mucho más funcionarios, no solo a los actuarios. 


El costo del aumento de esta partida para los actuarios sería de $ 2:000.000 mensuales. El Poder Judicial 
propone que se aumente a $ 2.500 la partida para todo el escalafón, que es mucho más gente, y no sé cuánto 
costaría. 


La partida se cobra mensualmente y la pedimos para los actuarios "part time" y "full time", porque tenemos 
que mantener nuestra escala, para que no haya inconveniente entre nosotros. Es decir, pedimos esta partida 
para todos los actuarios, titulares y adjuntos, "part time" y "full time". El costo es el mencionado. Pensamos 
que no es tanto. Más allá de la austeridad que se debe conservar en estos casos, se debe tener cuenta que hace 
seis años que reclamamos esta corrección, y creemos que ya es tiempo de que se contemple. 


SEÑOR GAMOU.- Quiero relatar un antecedente sobre todo para informar a la distinguida delegación 
cuál es el límite que tenemos. Podemos votar todo aquello que viene con una propuesta, ya sea del 
Poder Ejecutivo o, como en este caso, del Poder Judicial. Podemos votar la totalidad o menos, e 
inclusive podemos hacer transformaciones. Hay un antecedente con una partida de perfeccionamiento 
académico que frente a una situación de los defensores de oficio se otorgó en aquel caso en primer 
lugar a los full time, pero eso ya fue corregido en la anterior Rendición de Cuentas. Además, nobleza 
obliga, lo quiero decir acá, siempre nos hemos ocupado del Poder Judicial, con mayor o menor éxito. 


Creo que este problema quizás tenga su génesis en una mala distribución de aquel enorme esfuerzo que 
hicieron todos los uruguayos en el año 2005, cuando se le otorgó un aumento realmente importante. En aquel 
momento, quizás por inocentes, no quisimos dirigir las partidas y nos encontramos al poco tiempo con que el 
direccionamiento que se les había dado por parte de la Suprema Corte de Justicia había sido un tanto 
hemipléjico en el sentido de tratar mucho mejor a los magistrados que a los funcionarios, a los actuarios y a 
los defensores de oficio. En ese marco es que hemos ido haciendo algunos ajustes -ustedes saben que se han 
hecho-, pero también nobleza obliga a decir que en todos estos años los pedidos de los actuarios han sido 
postergados. 


Como todos ustedes saben es voluntad, no ya del Gobierno sino de toda la Asamblea General, votar el nuevo 
Código General del Proceso donde la intervención de los actuarios va a ser fundamental. A esta altura, no 
creo que alcance con esos cuatrocientos actuarios que tenemos. 


Era lo que quería decir, y por supuesto vamos a hacer esos esfuerzos que con imaginación a veces hacemos, 
cuando sacamos de un lado y lo metemos en el otro. 


SEÑOR PARDO IRIONDO.- Confiamos en que ustedes van a tomar con seriedad nuestra propuesta. 
Reitero: hace años que estamos con este tema y sentimos que hay una injusticia muy grande y mucha 
molestia a nivel de actuarios. Entiéndase que no es un tema con los alguaciles, que también son 
víctimas de esta situación. Hay una injusticia real que pretendemos que se corrija. Aunque no nos den 
exactamente todo lo que pedimos, esperamos que se empiece a transitar el camino de solucionarla. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les vamos a enviar la versión taquigráfica a ustedes y a la Suprema Corte de 
Justicia, como corresponde. 


(Se retira de Sala la Asociación de Actuarios Judiciales del Uruguay) 


(Ingresa a Sala una delegación de funcionarios del Tribunal de lo Contencioso Administrativo) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Damos la bienvenida a la delegación integrada por las señoras Silvia Tucci, 
Elisa Piñeyrúa y Cecilia Damasco. 


SEÑORA DAMASCO.- Soy Subdirectora de División del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


Venimos a hacer un planteo sobre un artículo que se presentó referido a las jubilaciones, en este caso de los 
Ministros. Solicitamos que se incluya a los funcionarios que tenemos dedicación total como los funcionarios 
del Poder Judicial. 


Tenemos una exposición de motivos basada en la redacción que había presentado el Tribunal. Vemos que la 
presentada es otra; habría que acomodarla. Sabemos que los Ministros estaban interesados en que nos 
tomaran en cuenta para que este tope jubilatorio fuera subido, pero en la redacción dada nos excluyen, no así 
en la exposición de motivos. 


SEÑORA TUCCI.- Soy Directora de la División Jurídica, abogada. Venimos a plantear nuestra 
incorporación, por vía interpretativa, en el artículo 489 de la Ley_N” 16.226 de 1991 en la que se 
estableció una excepción a los montos jubilatorios referidos a todos los organismos de Administración 
de Justicia. En ese artículo que menciona al Poder Judicial en sus jerarquías máximas y a los 
funcionarios con dedicación exclusiva, se menciona también al Ministerio Público y Fiscal, a la 
Procuraduría del Estado, y digamos que no por exclusión sino por omisión, no se menciona al Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo. Actualmente, seis o siete funcionarios estamos en condiciones de 
acceder a la jubilación y nos preocupa esa no inclusión que nos perjudica, porque nos pone por debajo 
de la excepción a los montos jubilatorios. En este momento, el primer tope es de $ 34.000 y el segundo, 
al que aspiramos, de $ 48.000. Esto no quiere decir que los seis o siete funcionarios que estamos en 
estas condiciones podamos acceder a ese monto máximo sino que estaríamos en una posición 
relativamente intermedia. 


En la exposición de motivos que vamos a dejar a la Mesa hay una serie de artículos que abundan a favor de la 
justicia del pedido en tanto las normas complementarias a este artículo 489 plantean un contexto de equidad 
respecto de toda la Administración de Justicia. Por lo tanto, no creemos que sea una pretensión fuera de lo 
correcto sino, por el contrario, está enmarcada por un marco jurídico legal abarcativo. 


Con referencia a los costos que pudiera insumir al Estado, creemos que son mínimos, al punto tal que el 
Ministerio de Economía y Finanzas, cuando evaluó este proyecto de artículo, ni siquiera realizó un costeo en 
razón de que el propio Tribunal lo consideró casi innecesario. 


Sabemos —a través de la contadora Susana Díaz- que el Ministerio consultó a los Ministros del Tribunal 
acerca de por qué no incluir a los funcionarios en su articulado, pero no obtuvimos una respuesta institucional 
sino algún comentario de orden particular que uno de los Ministros le hizo a la señora Damasco, en razón de 
que ella es la encargada del Tribunal para llevar adelante los temas de orden jubilatorio. 


Ese es nuestro planteo y nuestra aspiración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que podemos dudar de la constitucionalidad de este artículo porque 
incluye un tema jubilatorio en una Rendición de Cuentas. Seguramente se hará un desglose del 
artículo para poder tratarlo en otro ámbito que no sea este. Claramente, la ley a la que ustedes hacen 
referencia es del año 1991, cuando todavía no regía esa disposición constitucional -literal V** del 
artículo 332-, que es la que nos impide tratar cualquier propuesta relacionada con temas jubilatorios. 


SEÑOR ABDALA.- Doy la bienvenida a la delegación que comparece ante la Comisión y de la cual, en 
algún sentido, tengo la sensación de formar parte, porque hace varios años que renuncié al Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo, pero fui funcionario de ese organismo y compañero de las tres señoras 
que nos acompañan, a quienes conozco bien y, además, valoro y aprecio. 


Conocía el tema en función de que, en los últimos tiempos -inclusive, a partir de la última integración, debido 
a las vacantes que se produjeron en la jerarquía del organismo- los Ministros del Tribunal se movilizaron a 
los efectos de ser incluidos en la excepción establecida por la Ley_N* 16.226. Por lo tanto, también me parece 


justo que si lo que establece esa norma es que esa excepción alcance a aquellos que, en el ámbito de la 
Justicia, tanto del Poder Judicial como de la Justicia Administrativa, ejerzan cargos en régimen de dedicación 
total, obviamente haya una equiparación completa y que beneficie al Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo con relación al Ministerio Público y al Poder Judicial. 


Sin perjuicio del señalamiento que ha hecho el señor Presidente —creo que es de recibo y tenemos que ver 
cómo se termina de sustanciar esto-, quisiera saber si en la actualidad en el Poder Judicial esta excepción 
alcanza a cargos en régimen de dedicación total que no sean estrictamente Magistrados Judiciales, es decir, si 
hay funcionarios de carrera administrativa que tienen dedicación total y están exceptuados. Creo que se 
desprende de lo que se nos dijo, pero me parece que sería bueno que se reafirmara porque ahí es donde se da, 
sin duda, la condición necesaria e indiscutible para que si eso es así en el Poder Judicial debe ser igual en el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo. De la misma manera que si los Jueces y los Fiscales tienen este 
beneficio, es razonable que también lo tengan los Ministros del Tribunal. 


Específicamente, quisiera saber si esto alcanza a funcionarios de carrera que tienen dedicación total y que, 
por lo tanto, se jubilan sin tope. 


SEÑORA DAMASCO.-- Sí, alcanzan. 


Yo soy quien se encarga de las jubilaciones en el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, y hablando con 
las personas del BPS, me han dicho que a ellos los alcanzan. Esto no quiere decir que estén incluidos todos 
los funcionarios que tengan dedicación total de ahora en adelante sino solo a los que todavía pertenecen al 
régimen anterior. Los funcionarios que están afiliados a las AFAP no están incluidos; tienen otro régimen de 
jubilación y no tienen tope jubilatorio. 


En nuestro caso, seríamos pocos los funcionarios pero, además, no llegaríamos a los $ 48.000; por los 
sueldos que percibimos, en lugar de $ 34.000 llegaríamos a $ 36.000, pero es una posibilidad más para 
quienes nos vamos a jubilar. 


SEÑOR PRESIDENTE.-- Sin perjuicio de lo que manifestamos, vamos a enviar una copia de la versión 
taquigráfica de esta Comisión a ustedes y también al Tribunal, y haremos las consultas 
correspondientes con respecto a la constitucionalidad de incluir un artículo de este tipo en un proyecto 
de Rendición de Cuentas. 


En caso contrario, veremos la forma de mantener la iniciativa del Poder Ejecutivo, pero tratarlo sin los plazos 
estipulados porque, se supone que ese es el motivo por el cual no se pueden tratar estos temas en un proceso 
de Rendición de Cuentas. 


SEÑOR ABDALA.- Quiero reafirmar que el planteo me parece justo y, sin ninguna duda, habrá que 
analizarlo, pero me parece que esta es una omisión que se arrastra desde la sanción de la ley en el año 
1991. Pienso que tiene que haber sido una inadvertencia, porque, de lo contrario, no se explica que el 
Procurador del Estado esté comprendido y los Ministros no, que los Jueces sí y los Ministros del 
Tribunal no, y que los cargos del Poder Judicial sí y los del Tribunal no. Salvo un capricho 
injustificado, que no creo, aquí tiene que haber actuado una razón que, eventualmente, implicó una 
distracción legislativa. 


Quiero dejar constancia que, sin perjuicio del problema de constitucionalidad que plantea el Presidente, y que 
es real, sería bueno que la delegación se fuera con la idea de cuando lleguemos al Capítulo correspondiente y 
si esto vino en el Mensaje del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, la Comisión va a tratar el tema. 
Veremos con qué resultado y, por lo tanto, veremos en el futuro si esto se inserta en la ley de Rendición de 
Cuentas o si es derivado a otra Comisión. Pero, por lo pronto, el tema va a tener estado parlamentario y, sin 
duda, será motivo de análisis y de reflexión, algo que siempre es un avance, un paso en la dirección correcta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de nuestras invitadas. 


(Se retira de Sala la delegación de funcionarios del Tribunal de lo Contencioso Administrativo) 


(Ingresa una delegación del sindicato docente del Ministerio de Turismo y Deporte) 


—La Comisión tiene el agrado de recibir a los docentes del Ministerio de Turismo y Deporte, profesoras Ana 
María Godoy y María Saravia y profesor Ariel Ituarte, a quienes cedemos el uso de la palabra. 


SEÑORA GODOY.- Muchas gracias por habernos recibido. 


Quisiéramos hacer un planteamiento puntual con referencia a un artículo que plantea la Dirección Nacional 
de Deporte para la Rendición de Cuentas, que tiene relación con la licencia de los docentes de esa Dirección. 
En ese artículo se plantea que se nos aplique la ley vigente, la N* 16.104, normativa que creemos que ya se 
nos aplica. 


Ahora bien, quisiéramos fundamentar por qué tenemos un régimen de licencia diferente al de los funcionarios 
administrativos de la DINADE. Nosotros realizamos tareas de docencia directa que involucran un horario 
extendido en las plazas de deporte, que funcionan de lunes a sábado, y trabajo con la comunidad. Por las 
características de nuestra tarea -que no es solamente dar clase, sino también trabajar con la comunidad: los 
paseos, las salidas, las actividades especiales, los campamentos, por todo lo cual no percibimos pago de horas 
extra-, creemos que nuestro régimen de trabajo no es el mismo que el de los funcionarios administrativos. 
Además, pertenecemos al escalafón J), que es el escalafón docente. 


Por lo tanto, la licencia docente corresponde al tipo de tarea que hacemos y a lo que nos dedicamos. 
Históricamente tenemos un reglamento que dice cómo es nuestra licencia, que no se contrapone con la ley 
vigente -por eso sigue rigiendo el reglamento, si no, la ley lo hubiera anulado-, y establece la forma en que se 
otorgan y se cuentan los días de licencia. 


En este momento, en que estamos negociando con la DINATRA la interpretación de ese reglamento, aparece 
esta propuesta para la Rendición de Cuentas. Entendemos que si tenemos un ámbito de negociación, no 
corresponde que se plantee un artículo para que se nos aplique una ley, que de hecho se está aplicando porque 
no contradice el reglamento. 


Por otro lado, estamos equiparados con los docentes de Primaria a nivel salarial y de carga horaria, es decir, 
cómo se cuenta la hora y en la Ley de Presupuesto de 2010 se nos equiparó en el cómputo de la antigúedad. 
De manera que, si bien -reitero- somos docentes, escalafón J), equiparados con los docentes de la ANEP, a la 
hora de contar la licencia las autoridades de la DINADE entienden que tiene que ser igual que la de los 
funcionarios administrativos, con lo cual no estamos de acuerdo. En este sentido, estamos negociando en la 
DINATRA -que es el ámbito en que decidimos hacerlo-: entendemos que la inclusión de este artículo, implica 
una clara decisión de reducir nuestra licencia a 20 días. De hecho, desde el mes de enero se nos notificó que a 
partir de 2012 la licencia iba a ser esa, y se empezaron a conceder 20 días a la gente que se está jubilando 


En definitiva, no estamos de acuerdo con la manera en que están actuando las autoridades de la Dirección 
Nacional de Deporte porque, por un lado estamos negociando, y por otro, se está aplicando de hecho una 
medida de reducción de la licencia a 20 días, y ahora surge esta nueva propuesta. 


La licencia tiene naturaleza salarial, por lo que su reducción redunda en una rebaja salarial, motivo por el que 
pedimos a los legisladores que no voten esta iniciativa. 


SEÑOR ITUARTE.- Quisiera redondear algunos aspectos que mencionó la profesora Godoy, haciendo 
hincapié en la importancia que tiene nuestra condición de docentes. Cada vez que se habla acerca de 
las características del trabajo, notamos que si bien en las palabras se reconoce nuestra condición de 
docentes, en los hechos no es así. 


La Ley N* 16.104 prevé un mínimo de 20 días de licencia para todos los funcionarios públicos, con un día 
más por cada cuatro años de labor. Y teniendo en cuenta la nota que se mencionaba del mes de enero de este 
año, en la que se dice que a partir de 2012 nuestra licencia se reducirá a 20 días, entendemos que se quiere 
aplicar el mínimo que prevé la mencionada ley, contrariamente al sistema de licencia que tienen todos los 
docentes. Si bien ellos están regidos por esa normativa, el estatuto del funcionario docente de la ANEP dice 
que su licencia debe coincidir con los períodos vacacionales, o sea, las vacaciones de verano, de julio y los 
días que se decidan cada año para las de setiembre, que son variables. 


Históricamente hemos tenido diferentes funciones. La actual Dirección Nacional de Deporte es heredera de la 
vieja Comisión Nacional de Educación Física que, en su momento, tuvo a cargo las clases de educación física 
de Primaria, de Secundaria y ahí no había dudas sobre nuestra condición de docentes. Ahora pasamos a un 
desempeño en el ámbito de la educación no formal en nuestras plazas de deporte, a nivel comunitario, pero la 
tarea sigue siendo la misma: docentes a cargo de grupos. Y no solo tenemos nuestra carga horaria normal con 
un grupo con determinada frecuencia semanal, sino también eventos especiales que el organismo planifica, 
que a veces incluyen tareas los fines de semana, en horario nocturno, acompañamiento de delegaciones que a 
menudo transcurre durante una semana en otro departamento y, en algunos casos, inclusive, fuera del país. 
Por lo tanto, nuestra condición de docentes implica que tengamos el mismo régimen de licencia que el resto 
de los docentes, sobre todo los que están en la ANEP. Además, esa condición y esa similitud de tareas están 
reconocidas a nivel legal, en varias situaciones: en la equiparación salarial que tenemos con Primaria, en la 
asimilación que tenemos en la cantidad de tiempo que se considera para la hora docente -cuarenta y cinco 
minutos- y en la antigúedad que se les reconoce a quienes ingresaron antes a algún subsistema de la ANEP y 
luego pasaron a la Dirección Nacional de Deporte. En este momento, se pretende cambiar el sistema de 
licencias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La delegación hizo referencia a un reglamento que está vigente, que está 
siendo negociado en este momento. Deseo saber si nos pueden entregar una copia del reglamento que se 
ha aplicado hasta el año 2012. 


Por otra parte, el Profesor Ituarte hizo referencia al cambio que se produjo en la función de los profesores de 
Educación Física, quienes antes daban clases en Primaria y Secundaria y ahora están más vinculados a plazas 
de deportes. Si entendí bien el planteo que realizan, al querer mantener la equiparación con los docentes de 
Primaria y Secundaria, ¿sus licencias coincidirían con el receso educativo de Primaria y Secundaria? 
Advierto alguna incompatibilidad en ese sentido, porque en ese período es en el que, quizá, los jóvenes 
asisten más a las plazas de deportes. 


SEÑOR GROBA.- Voy a hacer una pregunta para mi conocimiento y a efectos de que quede registrado 
en la versión taquigráfica. 


Estamos hablando del artículo 151 del proyecto de Rendición de Cuentas, que refiere a esa modificación. 


¿Cuál es el régimen de licencias anual que rige en la actualidad? 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Concretamente, si no me equivoco, el planteo que está realizando la 
delegación consiste en que esta norma consagraría un retroceso en los beneficios laborales y tendría un 
impacto negativo en la remuneración salarial, ya que les cercenaría muchos días de licencia, pese a que 
tienen un régimen equiparado legalmente al de los docentes de la ANEP. 


SEÑOR ABDALA.- El planteo que hace la delegación es pedir al Parlamento que no prospere este 
artículo 151 y que, en todo caso, se respete una negociación que está en marcha. Entonces, ¿debemos 
presumir que quien la ha incumplido o ha quebrantado la instancia de negociación es quien promueve 
este artículo? ¿Es el Ministerio de Turismo y Deporte? ¿Es el Poder Ejecutivo? 


SEÑORA GODOY.- ¿Qué dice el reglamento con respecto a la adjudicación de licencias? El 
reglamento establece que tendremos como mínimo, veinte días y como máximo, sesenta días. De la 
lectura del reglamento se traduce que cada seis días de labor se concede un día de licencia. Si sacamos 
la cuenta, da cincuenta y cuatro días de licencia al año, que corresponden a los meses de verano, julio y 
setiembre. Eso es lo que establece el reglamento. 


Nosotros no decimos que debemos salir de licencia los dos meses de febrero y de enero porque también 
atendemos el servicio de verano y sabemos la importancia que tiene ese servicio con las piscinas abiertas. Lo 
que queremos es que se respete la cantidad de días que establece el reglamento. Siempre hemos negociado. 
Históricamente, los profesores que trabajamos en las plazas de deportes no salimos en enero y febrero. En 
alguna época, ello sucedió, cuando se contrataba el cien por ciento del personal para las piscinas, pero fue 
durante uno o dos años. El servicio de verano se atiende con los profesores que se contratan especialmente 


para la temporada y con los profesores de la plaza de deportes; el 50% de ellos sale de licencia en enero y el 
50% sale de licencia en febrero. 


No pretendemos salir de licencia en enero y febrero, sino que pedimos seguir negociando en la DINATRA, 
respetar ese ámbito y los días de licencia. Suponemos que por comodidad de la Administración, se adjudicaba 
sesenta días a todo el mundo -el reglamento tiene treinta y ocho años, por lo que cuando entramos al 
organismo, ya existía y se aplicaba de esa manera-, sin contabilizar cuántos días había generado cada uno. 
Eso es lo que estamos negociando en la DINATRA. Obviamente, por comodidad, se aplicaba el reglamento 
con el máximo de días. 


No son sesenta, pero tampoco son veinte. Eso es lo que estamos negociando. Se trata de la interpretación del 
reglamento y de cómo se debería tomar esa licencia. 


SEÑOR ITUARTE.- La explicación que se dio responde a las dos primeras preguntas. 


En cuanto a las otras consultas, efectivamente, no habríamos podido decirlo mejor: esta modificación en el 
sistema de licencias afecta todas nuestras condiciones de trabajo y, entre ellas, el aspecto salarial. Si 
consideramos que la licencia tiene naturaleza salarial -a nivel jurídico así se la considera-, esta reducción en 
los días de licencia está afectando directamente nuestro salario. 


Otro detallecito que es importante considerar tiene que ver con los sueldos que percibimos los docentes. 
Fíjense que nosotros estamos reclamando que nos consideren igual a los docentes de la ANEP y, en este 
momento, ellos están reclamando mejores condiciones laborales. Por lo tanto, efectivamente, se están 
dañando nuestras condiciones laborales y el salario. 


En cuanto a la pregunta con relación a quién quebrantó la negociación, nosotros consideramos que fueron las 
autoridades de la Dirección Nacional de Deporte. Hay un hecho concreto que se dio en la negociación que 
estamos llevando a cabo con la DINATRA, con los negociadores de allí. En la primera reunión que tuvimos 
solicitamos que en la siguiente reunión se presentara una propuesta alternativa, para estudiarla. Asimismo, 
solicitamos que mientras estuviéramos negociando no se aplicara este nuevo régimen de licencias, sobre 
todo, teniendo en cuenta a los compañeros que estaban en trámite jubilatorio, a los que se les estaba 
calculando la licencia del año 2012 sobre ese nuevo régimen de veinte días. En principio, las autoridades 
tuvieron temor de que se sentara un precedente que después no se pudiera revertir, pero finalmente se acordó 
que así sería. De hecho, no se respetó ese acuerdo y se siguió aplicando ese régimen de licencia de veinte días 
y los compañeros que están en trámite jubilatorio nos reclamaron a nosotros cómo pudo suceder eso si se 
había negociando que no se iba a aplicar. Nosotros hablamos con las autoridades y nos dijeron que habían 
entendido que no habíamos acordado no aplicarlo por ahora, y se comprometieron a que si de la negociación 
surgía una solución diferente, la tendrían en cuenta, para no perjudicar a los que se estaban jubilando en este 
momento. De todos modos, en la última reunión, luego de haber discutido bastante sobre nuestra postura y la 
suya, se nos muestra el proyecto de ley que tenían para la Rendición de Cuentas, donde aparece este artículo 
151, lo que nos dejó sin palabras, porque entonces ¿qué estamos negociando si ya se quiere mandar esto para 
que se apruebe legalmente? 


SEÑOR GROBA.- ¿Cuál es el grado de afectación que tiene este cambio de régimen en el salario? 


De la respuesta de la delegación surge que el período enero-febrero está incluido en el régimen de licencia 
actual. Entonces, quisiera saber cómo haría el Ministerio de Turismo y Deporte en enero y febrero -que es 
cuando hay más disponibilidad de la gente para participar de sus programas de verano- para suplir a los 
profesores de licencia, en caso de que se aplicara el régimen que plantean ustedes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer una precisión. 


El artículo 151 remite a la Ley N* 16.104, cuyo artículo 1” establece veinte días hábiles como mínimo. La 
profesora Godoy explicó que el Reglamento vigente establece entre veinte y sesenta días. Es decir que el 
mínimo de veinte días ya estaba especificado. 


Entiendo lo que ustedes dicen en cuanto a que estando en el medio de una negociación esto pone mayor 
rigidez, pero este artículo habla de mínimos y no de la licencia total. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Me parece importante saber cuántos días se les han reconocido hasta ahora 
como derecho en su relación laboral y cuántos días significaría la aplicación de esta norma. 


SEÑOR ITUARTE.- En cuanto a la primera pregunta del señor Diputado Groba, nosotros no somos 
abogados, pero sí sabemos que jurídicamente la licencia está considerada de naturaleza salarial y, por 
consiguiente, cualquier afectación que tenga, también estará afectando el salario. Además, todos 
sabemos que en este país los docentes somos multiempleados, por lo cual hacer coincidir nuestra 
licencia en los diferentes trabajos que tenemos -para redondear un sueldo adecuado algunos tenemos 
tres, otros, cuatro-, a veces, es complicado. Cuando en uno de nuestros trabajos tenemos un margen de 
mayor cantidad de días de licencia, se nos facilita esa tarea. De lo contrario, para gozar de una licencia 
adecuada, debemos dejar alguno de los otros trabajos. Si en lugar de los sesenta días de licencia que 
tenemos ahora, vamos a tener veinte, será muy difícil que logremos hacerlos coincidir con los de los 
demás trabajos. 


En lo que refiere a los programas de verano, hace mucho tiempo que venimos trabajando con el régimen de 
licencia del que gozamos hasta 2011 y se hacen turnos. El organismo hace contratos zafrales para el verano 
que cubren una parte del trabajo en todos los programas, sobre todo en las piscinas, y el equipo permanente 
se divide: mientras un grupo del equipo docente sale de licencia, el otro lo cubre en el trabajo en las piscinas. 


Reitero: nosotros no reivindicamos la coincidencia estricta con los períodos vacacionales de la ANEP, sino la 
cantidad de días, que en nuestro caso, los podemos racionalizar de modo de cumplir con los programas del 
organismo y gozar de nuestra licencia adecuadamente. 


Paso a referirme a la pregunta sobre los días actuales de licencia y a lo que se dijo sobre la coincidencia entre 
nuestro sistema actual de licencia y los veinte días que establece la Ley_N* 16.104. Si se lee la letra fría de 
esta propuesta, se puede considerar que no necesariamente va a ser perjudicial para nosotros porque nos 
involucra con una ley que solo contempla un mínimo de días, pero la existencia de una nota -que en aquel 
momento consideramos que no tenía jerarquía jurídica como para derogar un reglamento, porque estaba 
firmada solamente por dos de los Directores políticos del organismo- que dice que a partir del año 2012 la 
licencia se reducirá a veinte días, más uno por cada cuatro años de trabajo, ya está anunciando que si nos 
incluyen dentro del alcance de la Ley_N* 16.104 va a ser para darnos el mínimo de licencia, es decir, los 
veinte días. Por eso, aunque hay coincidencia, esto nos preocupa muchísimo. 


Entonces, una de las cosas que pedimos es que se aclare o se sugiera incorporar una aclaración estipulando 
que, más allá de que quedemos enmarcados dentro de la Ley N* 16.104, los días de licencia serán los que 
consideren los legisladores. 


SEÑORA GODOY-.- Quiero hace un par de aclaraciones. 


En primer lugar, quiero referirme a la naturaleza salarial que se puede otorgar a la licencia. Si bien nosotros 
no sabemos cómo se deben interpretar las leyes, haciendo un análisis simplista y desde nuestro lugar de 
profesores, podemos decir que vamos a trabajar cuarenta días más por el mismo salario. Por lo tanto, 
sentimos que se está afectando nuestro salario. 


En segundo término, sabemos que las autoridades, para tomar esta decisión, argumentan que la cantidad de 
docentes del organismo no alcanza para cubrir las necesidades de los servicios. Sin embargo, hay muchas 
vacantes sin cubrir porque no se hacen llamados a ingreso. Nosotros entendemos que haya dificultades con 
los profesores, pero la solución sería llenar las vacantes existentes. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Es claro que la licencia es de naturaleza salarial y no importa si hay múltiple 
empleo. El hecho de perder días de licencia constituye una reducción salarial; eso está en las leyes y en 
la jurisprudencia. Por otro lado, gozar de los días de licencia es un derecho adquirido. 


Por lo tanto, desde el punto de vista jurídico, esta norma consagraría un "jus variandi" laboral en perjuicio del 
trabajador, lo cual es inadmisible. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sería bueno que nos hicieran llegar la copia del Reglamento, puesto que la 
versión taquigráfica de esta sesión también será enviada al Ministerio de Turismo y Deporte, y a la 
DINATRA, a través del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para que se tenga constancia de lo 
vertido en la Comisión. 


(Se retira de Sala la delegación del Sindicato Docente del Ministerio de Turismo y Deporte) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Administradores de Propiedades Inmuebles) 


La Comisión tiene el agrado de recibir al señor Raúl Calandria y al doctor Washington Puppo. 


SEÑOR CALANDRIA.- Nuestra Asociación nuclea a las administradoras e inmobiliarias que tienen 
mayor antigiedad o peso en la administración de inmuebles. Nuestra presentación obedece a una 
razón muy específica que no nos toma por sorpresa, pero que nos preocupa. 


Como siempre, el mercado inmobiliario sufre variantes. En 1974, cuando se aprueba la famosa ley Soneira - 
sobre arrendamientos-, su artículo 2* previó una excepción por la que el Estado garantizaba durante veinte 
años el régimen de libre contratación. Se creó un sistema mixto en el que los arrendamientos de inmuebles 
podían ser extraídos del régimen proteccionista que regía hasta el momento y el Estado se ofreció como 
garantía para que ese régimen no sufriera modificaciones. En 1994, por Ley de Rendición de Cuentas, se 
extendió ese régimen por veinte años más y vence en 2014. 


Por lo tanto, nos preocupa que no se haya tomado en cuenta que estamos muy próximos al vencimiento del 
régimen. Nos interesa hacer notar que ese es un aliciente para que el mercado mantenga la tranquilidad que 
tuvo desde 1974. 


SEÑOR PUPPO.- Como abogado, he intervenido en la Comisión del Colegio de Abogados para 
atender fundamentalmente problemas de arrendamientos. 


Todos sabemos que el mercado inmobiliario es muy sensible a los cambios en el entorno. La inversión en 
materia inmobiliaria nunca es inmediata, sino que está diferida en el tiempo. Por lo tanto, algunos operadores 
están preocupados porque no saben qué va a pasar con las reglas de juego en los próximos dos años. Si bien 
se trata de una decisión que compete al Estado y al Poder Legislativo, sería bueno confirmar que la libertad 
de los operadores no va a ser afectada por el intervencionismo estatal. 


Todos sabemos -basta con conocer la historia de los arrendamientos- que desde la época de la colonia -con la 
primera ley del Cabildo- se decidió suspender los lanzamientos. A partir de ese momento comienza la 
intervención del Estado, distorsionando el mercado inmobiliario. Ello trajo aparejado las crisis que 
terminaron curiosamente en la época de la dictadura con esta ley que estableció la libertad de funcionamiento 
de los agentes inmobiliarios. 


Hoy nos encontramos en una encrucijada porque el entorno de los países limítrofes y las crisis 
internacionales están determinando que los operadores inmobiliarios tengan cierta inquietud. Las reglas de 
juego claras y anticipadas en una inversión a largo plazo siempre traen tranquilidad. Obviamente, habrá que 
evaluar si es bueno o malo que el Estado siga garantizando la no intervención. E se es un tema que sería 
bueno tener en cuenta como previsión para no afectar el mercado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer un comentario personal. No es casual que esa ley haya tenido 
origen en una dictadura. 


Enviaremos este tramo de la versión taquigráfica al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, rector en esta área, inclusive teniendo en cuenta algunos planes del Gobierno para 
promover la inversión privada no solamente en la construcción para la venta sino en la construcción para el 


arrendamiento. Asimismo, se la haremos llegar al Ministerio de Economía y Finanzas, también firmante del 
proyecto. 


SEÑOR BERNINI.- Me sorprenden estos plazos encadenados que vencieron en 1994 y ahora vencen en 
2014. 


Mi pregunta concreta es si ya han tenido algún tipo de contacto como asociación empresarial con el Poder 
Ejecutivo con respecto a este tema. 


SEÑOR CALANDRIA.- Hemos tenido contactos a nivel del Poder Ejecutivo haciendo el mismo 
planteo que formulamos ante ustedes. El asunto es que el último planteamiento formal que hicimos fue 
ante la entonces Ministra Muslera. Ella tomó nota y se mostró preocupada por los plazos -al igual que 
ustedes en este momento- pero, lógicamente, al haber un cambio en el Poder Ejecutivo no sabemos cuál 
podría ser el trámite que nosotros, como asociación, deberíamos seguir. Los planteos los hicimos donde 
creímos que correspondía. 


SEÑOR CALANDRIA.- Quiero agregar que ADAPI intervino en los dos planes quinquenales de 
vivienda, tanto en 2005 como en 2010. En ambos casos hicimos nuestra propuesta por escrito, que fue 
remitida a la Comisión. Inclusive, integramos la COAVI y el MINURVÍI, es decir que siempre estamos 
participando y tratando de dar nuestra opinión no solo acerca de la realidad del mercado, como 
operadores, sino en ciertas materias legislativas que podrían afectar o no el mercado. La exposición 
que hizo el doctor Puppo demuestra que muchas veces los inversores que quieren adelantarse a los 
tiempos entienden que los plazos son demasiado cortos, y es lo que a nosotros nos interesa dejar bien 
presente. 


Aclaro que esto figura por escrito en los dos planes de vivienda en los que hemos intervenido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me permito decirles que cuando hablamos del carácter no intervencionista 
del Estado nos referimos a restringir algunas de las posibilidades que pueden preocupar a los 
inversores. Creo que estamos interviniendo en forma positiva en todo el tema de subsidios y garantías 
para dar incentivos a los inversores a fin de que inviertan en vivienda, dado que hemos declarado su 
emergencia y una de las prioridades de este Gobierno es brindar mejores condiciones en este sentido a 
todos los uruguayos. 


Les agradecemos la presencia. Tomaremos medidas para que se conozca el planteamiento de ustedes a través 
del envío de la versión taquigráfica, y seguramente el tema será motivo de consulta cuando nos visite el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


Muchas gracias. 
Se levanta la sesión. 


(Es la hora 13 y 37) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


